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El objetivo del presente trabajo fue analizar si la regulación del Pacto Civil Solidario (en 
adelante PACS) protege los derechos de propiedad de las parejas del mismo sexo. 
Materiales y métodos: El enfoque utilizado fue el cualitativo; el método fue el sociológico; 
el tipo de estudio fue propositivo; el diseño utilizado es el descriptivo no experimental; en 
cuanto al segmento de población objeto de estudio, no se determinó la población y muestra 
por tratarse de un estudio sobre la base de la doctrina y la jurisprudencia; se consideró una 
muestra por conveniencia para incorporar la opinión de expertos, respecto del tema 
desarrollado. Los instrumentos empleados fueron las fichas de observación, las fichas 
bibliográficas y la entrevista a expertos. Resultados: La regulación de la figura del Pacto 
Civil Solidario – PACS (según nuestra propuesta Pacto Civil Solidario de Propiedad) 
permite la protección del derecho a la propiedad en las parejas del mismo sexo, al 
establecer los requisitos mínimos, la determinación de los bienes protegidos, su alcance, 
limitaciones y procedimiento.  Conclusiones: Se concluyó que la naturaleza jurídica del 
Pacto Civil Solidario es la de ser un contrato, siendo una figura inclusiva, factible, que llena 
el vacío jurídico existente, está sustentado en principios como la libertad contractual y 
personal, el libre desarrollo de la personalidad y la no discriminación.   
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The objective of this work was to analyze whether the regulation of the Civil Solidarity Pact 
protects the property rights of same-sex couples. Materials and methods: The approach 
used was qualitative; the method was the sociological one; the type of study was 
propositive; the design used is the non-experimental descriptive; the population was not 
determined and shows as a study based on doctrine and jurisprudence; a sample of 
convenience to incorporate expert opinion on the subject. The instruments used were the 
observation sheets and the bibliographic data sheets and to the expert interview. Results: 
The regulation of the figure of the Solidarity Civil Pact – PACS (according to our proposed 
Solidarity Civil Property Pact) allows the protection of the right to property in same-sex 
couples, by establishing the minimum requirements, the deter0mination of protected goods, 
their scope, limitations and procedure. Conclusions: It was concluded that the legal nature 
of the Solidarity Civil Pact is that of being a contract, being an inclusive, feasible figure, 
filling the legal vacuum, is based on principles such as contractual and personal freedom, 
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Los derechos fundamentales como los derechos humanos constituyen para el hombre 
derechos inherentes, que tienen como propósito el proteger a toda persona sin distinción 
alguna, entendiendo que nadie debe estar al margen de esta protección, por lo que quien 
vulnere estos derechos estaría contraviniendo atributos que son inalienables. Las parejas 
del mismo sexo, siendo un grupo minoritario, actualmente ven estos derechos conculcados, 
entre estos, el derecho a la propiedad, que siendo este uno de tipo fundamental se 
encuentra protegido por nuestra legislación, y lo preserva para ser disfrutado por todo 
individuo sin ningún tipo de distinción. En este sentido, al no existir regulación alguna que 
permita adquirir bienes como pareja del mismo sexo, y que actualmente estas parejas no 
cuenten con regulación jurídica que ampare su derecho, experimentan vulneración de uno 
de los derechos fundamentales que nuestra Constitución nacional regula.  
 
En Europa como en Latinoamérica, actualmente existen normas que buscan proteger a las 
minorías en general, entre ellas se encuentran las personas de orientación homosexual, 
entendiendo que como seres humanos no deben estar al margen de la ley. Por estas 
razones Francia buscó regular la protección de la propiedad para parejas del mismo sexo, 
a través del Pacto Civil de Solidaridad; de la misma forma, México acogió esta iniciativa y 
en el Estado de Coahuila, se incorporó la figura del Pacto Civil Solidario a la regulación 




homosexuales, como respuesta a un vacío en la regulación de su país. En diversos países 
de Latinoamérica, aún no se ha debatido a profundidad este tema ya que el reconocer 
derechos a las personas de diferente orientación sexual a la heterosexual, aún sigue siendo 
un tema tabú, involucrando aspectos no necesariamente jurídicos, vale decir, sociales, 
morales, religiosos, entre otros. Mostrando una resistencia al cambio, situación que 
actualmente es alarmante; asimismo, el incorporar esta figura sería un camino para buscar 
protección ante la ley. 
 
En el Perú, el implementar el Pacto Civil Solidario (en adelante PACS), como una figura 
para las parejas del mismo sexo, les permitiría ejercer plenamente su derecho de 
propiedad, permitiendo que entre las parejas heterosexuales y las del mismo sexo, las 
brechas de la desigualdad se acorten. El interés por regular lo referente a las parejas del 
mismo sexo ha motivado la presentación de diferentes iniciativas legislativas, proponiendo 
variadas fórmulas en busca de equilibrar la situación de las parejas del mismo sexo frente 
a las parejas heterosexuales. Para el caso del presente trabajo, nos concentraremos 
específicamente en el derecho de propiedad de las parejas del mismo sexo.  
 
Estimamos de prioritario interés que la figura del Pacto Civil Solidario-PACS sea 
implementada en nuestro país, a fin de evitar que persistan situaciones de discriminación, 
hacia las parejas integradas por personas del mismo sexo. De acuerdo con lo mencionado, 
la estructura de la presente tesis está constituida de la siguiente manera: 
 
El capítulo I, Planteamiento del Problema, presenta la descripción de la realidad 
problemática en la cual encontramos que nuestra regulación no protege a tales parejas en 






En el capítulo II, referente al Marco Teórico, se desarrollan los aspectos vinculados a los 
antecedentes de la investigación a nivel nacional, las bases teóricas en las cuales se 
sostiene la investigación, las definiciones conceptuales y la formulación de hipótesis. 
 
En el desarrollo del capítulo III, denominado Marco Metodológico, se presenta el diseño 
metodológico, la operacionalización de variables, la matriz de consistencia, las técnicas de 
recolección de datos y las técnicas para la recolección de información. 
 
En el capítulo IV, se presentan los Resultados del trabajo, donde la propuesta refleja los 
límites y requisitos para poder suscribir la figura del Pacto Civil Solidario-PACS, se presenta 
también los resultados obtenidos y las recomendaciones, que a nuestro entender aportan 












PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
1.1. Descripción de la realidad problemática 
Es una realidad que en el Perú existen numerosas parejas conformadas por personas 
del mismo sexo. De acuerdo con la Encuesta Nacional realizada el año 2017, a cargo 
del Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI), el 46,8% de la población 
LGTBI, comprendidos entre 18 y 29 años, tiene pareja, en convivencia o sin ella. Como 
consecuencia del tiempo compartido, estas parejas podrían generar un patrimonio en 
común. Sin embargo, algunos altercados o desavenencias que pudieran surgir en 
tales parejas podrían desencadenar una eventual separación. Asimismo, el 
fallecimiento de uno de los sujetos podría generar el surgimiento de disputas entre el 
supérstite de la pareja y los familiares de quien falleció. Estos hechos generarían 
dificultades al momento de determinar la titularidad respecto del patrimonio generado 
durante la convivencia de la pareja, hecho que debiera ser debidamente regulado por 
el derecho.  
 
En este sentido, se entiende como pareja homosexual, a aquella constituida por dos 
personas del mismo sexo, que tienen una relación y conviven como pareja, sobre la 




establece la Ley para la Familia de Coahuila, en México (2015).  
Sobre los bienes adquiridos en el tiempo compartido en convivencia por la pareja 
homosexual, se entiende que a ambos les asiste derechos de propiedad, y como estos 
derechos son inherentes a toda persona humana, su protección por la ley debe 
asegurarse sin distinción alguna.  
 
El derecho de propiedad remonta su reconocimiento al momento histórico de la 
Revolución en Francia, en la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano 
(1789), en el que es reconocido como un derecho inviolable y del que ninguna persona 
puede ser privada; asimismo, en la Declaración de los Derechos y Deberes del hombre 
(1948), se destaca su valor social y humano. En el caso peruano, el derecho de 
propiedad es considerado por la Constitución peruana como una necesidad social, 
declarándolo derecho fundamental, siendo inviolable salvo por necesidad nacional o 
seguridad pública (artículo 70). Para Chanamé Orbe (2015), se trata de un derecho, 
cuyo dominio sobre la cosa o bien, genera poderes de naturaleza legales o facultades 
de índole jurídico a los propietarios (pp. 264). 
 
Para la situación de las parejas del mismo sexo, resulta que, ante la eventual 
separación o fallecimiento de uno de los integrantes de la relación, el miembro 
supérstite no puede ejercer su derecho de forma real y plena, dado que no existe una 
norma que lo regule. De este modo no logra ejercer su derecho en relación con las 
propiedades adquiridas en convivencia. 
 
Como alternativa para atender la problemática existente, se propone la figura del 
PACS que sería en concreto un conjunto de adecuaciones introducidas en el Código 
Civil, en el contexto de una relación privada, al amparo de la figura del contrato, con 






En nuestro país, respecto del tema y la solución propuesta, no existen antecedentes 
próximos, en relación con el derecho de propiedad para parejas del mismo sexo. Las 
investigaciones o trabajos más cercanos están vinculados a las relaciones de hecho 
en parejas homosexuales y los derechos humanos que se verían vulnerados con su 
no regulación. 
 
La Coordinadora Nacional de Derechos Humanos, en su calidad de coordinador en la 
elaboración del Informe que responde a las inquietudes planteadas por el Comité de 
Derechos Humanos de las Naciones Unidas (2013), indica que la sociedad peruana 
muestra una conducta conservadora en relación a declarar el reconocimiento del 
catálogo de derechos para las parejas del mismo sexo y la comunidad LGTBI en 
general, a pesar de que esto deviene en obligación por haber suscrito resoluciones de 
la Organización de Estados Americanos (OEA) tendientes a asegurar la protección de 
los derechos de dicha comunidad. Esta actitud desarrollada por los poderes del 
Estado queda evidenciada en su reticencia a aprobar, al menos parcialmente, 
iniciativas legislativas que favorezcan a los integrantes de tal comunidad, esto desde 
el 2008. Al momento actual, el Código Procesal Constitucional es el único documento 
que de forma explícita señala la discriminación por orientación sexual, situación que 
abre la posibilidad de interpretación restrictiva en cuanto a su alcance.  En este 
sentido, en las observaciones emitidas por el Comité de Derechos Humanos (2013) al 
Quinto Informe presentado por Perú, se recomienda al Estado peruano que declare 
abiertamente su intolerancia a cualquier forma de discriminación y ofensa por 
orientación sexual o identidad de género, requiriéndole el brindar protección efectiva 
a los integrantes de la comunidad LGTBI. Esta observación pone en evidencia que en 




para esta población, siendo víctima de discriminación en cuanto al empleo, acceso a 
la vivienda, posibilidades educativas, servicios de salud y propiedad. 
 
En esta línea de pensamiento, la Opinión Consultiva OC-24/17 (2017) emitida por la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante Corte IDH) en su 
fundamento 197, reconoce que hay una lista creciente de derechos no reconocidos 
para este grupo poblacional, entre los cuales se encuentran los derechos de 
propiedad, que según criterio de la Corte IDH, debiera ser asegurado para cada 
ciudadano sin discriminación de ningún tipo en relación con las parejas del mismo 
sexo. Para la Corte IDH, la protección para tales parejas debiera no solo incluir los 
derechos patrimoniales sino todos los declarados en la normativa de los países 
integrantes.      
  
La Comisión de Justicia y Derechos Humanos (2014-2015) de nuestro Congreso, 
reconoce los vacíos en la normativa peruana y el desconocimiento respecto de este 
segmento de la población por carecer de información oficial que permita su 
conocimiento completo. 
En la búsqueda de antecedentes que refieran sobre el tema bajo estudio, no se 
encontraron trabajos relacionados; sin embargo, se encontraron algunos que 
presentan proximidad en algunos aspectos. Así tenemos el trabajo titulado “Uniones 
Civiles en el Perú”, desarrollado por Sandoval-Castillo (2016) que surge del 
cuestionamiento que realiza la autora a las desigualdades en el reconocimiento de 
derechos entre las poblaciones heterosexuales y homosexuales, sobre la base del 
análisis de la Propuesta Legislativa Ley N° 2647/2013-CR del ex congresista Carlos 
Bruce, que busca establecer la Unión Civil entre personas del mismo sexo. Entre los 
aportes alcanzados se encuentra el referido a los derechos patrimoniales, título en el 




la unión de hecho en parejas homo afectivas. Después de analizar diversas figuras, 
llega a la conclusión que la falta de conocimiento sobre las diversas figuras del 
ordenamiento jurídico y una mala asesoría legal conllevan a la creencia errada; de 
que este tipo de parejas carecen de protección jurídica respecto del derecho de 
propiedad.  
En el plano legislativo encontramos diversos proyectos que no fueron aprobados, 
entre ellos se encuentran, el ya mencionado, Proyecto de Ley Unión Civil - Ley No. 
2647/2013-CR (12/09/2013), presentada por el ex congresista Carlos Bruce, quien 
buscaba el reconocimiento de la unión entre personas del mismo sexo. Esta iniciativa 
legislativa buscaba insertar la figura de la unión civil no matrimonial para las parejas 
mencionadas, estableciendo garantías, derechos y obligaciones para los integrantes 
de la unión civil afectiva o compañeros civiles. Pretendía que los integrantes 
disfrutaran de similares derechos a los que tienen los parientes de primer grado tales 
como decisiones médicas, pensión de alimentos, nacionalidad, seguro y protección 
contra situaciones de violencia familiar. 
Otra iniciativa legislativa que merece ser mencionada es la propuesta por la ex 
congresista de la república, señora Martha Chávez Cossio, titular de la propuesta 
legislativa Ley No. 3273/2013-CR (14/03/2014), intitulada “Ley del régimen de 
Sociedad de Solidaridad”, propuso que dicha Sociedad Solidaria sea un acuerdo 
suscrito entre dos personas con mayoría de edad, que deciden apoyarse 
indistintamente de su género o vínculo, generando derechos patrimoniales, sucesorios 
y otros contenidos en la ley, sin alterar el estado civil, ni las relaciones de parentesco 
entre los interesados, pudiendo ser aplicado tanto a parejas homosexuales como a 
heterosexuales. 
Una tercera iniciativa que mencionaremos, es el Proyecto Legislativo Ley No. 
3594/2013-CR (11/06/2014), “Ley de Asociación Patrimonial Solidaria”, presentada 




derechos de índole patrimonial, previsional y sucesorio, para dos personas que forman 
una comunidad de bienes patrimoniales y se comprometen a mantenerse, se brindan 
beneficio con una pensión, otorgada en caso de fallecimiento. Asimismo, se incluía 
otorgar una pensión de alimentos a personas de igual o distinto sexo. 
Es necesario también traer a colación el Proyecto Legislativo presentado por Julio 
Rosas, Ley No. 2801/2013-CR (21/10/2013) de Atención Mutua, mismo que no 
generaría cambios en el estado civil de ambas personas, pretendiendo generar 
derechos sucesorios, pensionarios y la posibilidad de tomar decisiones en temas de 
salud respecto de su pareja.  
Como se aprecia, a pesar de los diversos intentos por atender las necesidades de 
este segmento de la población, persiste la ausencia de una alternativa que les permita 
protegerse a nivel patrimonial, siendo esta la finalidad de la presente investigación. 
Por todo lo antes señalado, nos planteamos la siguiente interrogante. 
 
1.2. Formulación del Problema    
1.2.1. Problema Principal 
¿La regulación del Pacto Civil Solidario (en adelante PACS) protege los derechos de 
propiedad de las parejas del mismo sexo? 
1.2.2. Problemas Secundarios 
a) ¿Cuál es la naturaleza Jurídica del Pacto Civil Solidario? 
b) ¿Cuál es la naturaleza Jurídica del derecho de propiedad? 
c) ¿Qué involucra el derecho a la propiedad en las parejas del mismo sexo? 
d) ¿Cuáles serían los requisitos mínimos de la regulación del Pacto Civil Solidario? 
 
1.3. Objetivos 
1.3.1. Objetivo General 




de las parejas del mismo sexo. 
1.3.2. Objetivos Específicos 
1.3.2.1. Precisar la Naturaleza Jurídica del Pacto Civil Solidario. 
1.3.2.2. Determinar la Naturaleza Jurídica del Derecho de Propiedad.  
1.3.2.3. Establecer los alcances del derecho a la propiedad en las parejas del mismo 
sexo.   
1.3.2.4. Especificar los requisitos mínimos de la regulación del Pacto Civil Solidario.   
 
1.4. Fundamentación o Justificación del Tema 
El tema que se propone investigar surge a raíz de la revisión de la normativa existente, 
donde se aprecia un vacío legal en relación a las parejas del mismo sexo, quienes 
luego de compartir una vida juntos, al no existir legislación que proteja su derecho de 
propiedad en relación a los bienes adquiridos durante el periodo de vida compartida, 
ven su derecho de propiedad vulnerado, además de afectar su derecho a la dignidad 
y su derecho al libre desarrollo, siendo también estos dos derechos de índole 
constitucional, que protegen a todas las personas sin distingo alguno y que por estar 
contemplados en nuestra Constitución, garantizan protección a la dignidad de la 
persona humana por ser el objetivo superior de la sociedad y el estado. 
No existen investigaciones o proyectos de ley que aborden el problema referido al 
derecho a la propiedad en las parejas del mismo sexo desde una perspectiva de 
implementar un PACS, bajo la perspectiva de un acuerdo de partes, de naturaleza 
legal y formalizado a través de un contrato, para proteger de futuras contingencias que 
pudieran surgir en relación con los bienes que fueron adquiridos durante la convivencia 
de los integrantes de una pareja homosexual. 
En relación con el aspecto social, es pertinente esta investigación porque se trata de 
un segmento minoritario de la población, que no cuenta con normativa para la 




la protección de las propiedades de las parejas del mismo sexo, sería una forma justa 
de proceder ante una minoría que se encuentra en un estado de indefensión, frente a 
terceros que exijan un mejor derecho. 
Es importante esta iniciativa porque se basa en normas ya existentes en nuestro 
Código Civil, como es el contrato. En efecto, permitiría que las partes puedan 
formalizar este acuerdo vinculado a la propiedad, dejando de lado la parte afectiva y 
teniendo una visión legal que proteja estos bienes a través de un contrato donde las 
partes expresen su voluntad y los proteja, respecto de los acuerdos a los que pudieran 
llegar. 
Para concluir, es preciso indicar que esta investigación busca contribuir no solo en 
materia legal, sino en lo social a un grupo que para la ley y para la sociedad es 
“invisible”. Ante este vacío de nuestra norma nacional, esta iniciativa servirá de base 
para establecer una línea de investigación sobre el derecho de propiedad en parejas 



























2.1. Antecedentes        
Luego de revisadas las investigaciones que preceden el presente trabajo de investigación, 
encontramos los trabajos que a continuación se detallan. 
A nivel internacional tenemos que Blanco & Rodríguez (2015), desarrollaron la tesis 
intitulada “El vínculo contractual de las parejas homosexuales: efectos jurídicos de la 
sentencia C-577 de 2011, Bogotá”, teniendo como objetivo general analizar la Sentencia 
C-577 del 2011, aplicando la metodología hermenéutica y semántica. La población 
investigada estuvo constituida por el grupo LGBTI residente en Bogotá, llegando a las 
siguientes conclusiones: el contrato entre personas con la misma orientación sexual no es 
equiparable a un matrimonio, la unión homosexual al cumplir la finalidad de colaboración 
mutua podría ser acogida por el sistema jurídico. Las conclusiones a las que se arribó 
fueron las siguientes: ante el vacío de una norma que regule los contratos entre parejas 
del mismo sexo, es de primordial necesidad que se emita normativa que proteja las uniones 
entre estas parejas, dado que la legislación nacional no las acoge como un tipo de familia, 
colocándolos en estado de indefensión jurídica en la sociedad colombiana. 
 




de las parejas del mismo sexo en Colombia”, teniendo como objetivo general analizar los 
fallos del Tribunal Constitucional colombiano en relación con la Sentencia C-577 emitida el 
año 2011. El método de investigación aplicado fue el método descriptivo, la población de 
estudio estuvo conformada por las parejas constituidas por personas colombianas del 
mismo sexo, llegando a la conclusión de que a partir de la expedición de la sentencia 
indicada se suscitaron cambios sustanciales en las diferentes áreas del derecho como 
resultado de la influencia del neoconstitucionalismo en la jurisprudencia.  
 
Restrepo (2011), elaboró la tesis “Los derechos patrimoniales de las parejas del mismo 
sexo un análisis a partir del derecho de igualdad frente a los compañeros permanentes en 
Colombia a partir del año 2005”, realizada en Medellín, teniendo como objetivo general el 
determinar si la legislación actual brinda protección en relación con los derechos 
patrimoniales de las personas que conforman parejas del mismo sexo. No especifica el 
método de investigación utilizado. La población objeto de estudio fue el grupo LGBTI de 
Medellín. El principal resultado obtenido fue el siguiente: los derechos que protegen a las 
personas que integran parejas homosexuales distan de los derechos que son reconocidos 
para las parejas heterosexuales. Concluyen que el reconocimiento de las parejas del 
mismo sexo como un tipo de familia dista mucho de ser una realidad jurídica. 
 
A nivel nacional están los trabajos realizados por Sandoval (2016), tituló su tesis “Uniones 
Civiles en el Perú” realizada en Piura. En el desarrollo de su trabajo, la investigadora se 
plantea cuestionamientos respecto de determinar si la población homosexual ha sido 
discriminada al negársele el reconocimiento de diversos derechos a través del 
archivamiento por el Congreso de la República, de las iniciativas legislativas sobre la Unión 
Civil – Proyecto de Ley N0 4181/2010-CR y, Proyecto de Ley N0 2647/2013-CR-, que 
buscaban la incorporación de las uniones civiles en la legislación peruana. La tesista 




cuestionamientos, debido a que los colectivos homosexuales solicitan el reconocimiento 
legislativo de otras formas de convivencia aduciendo la vulneración de diversos derechos, 
tales como el derecho a la no discriminación, derecho al matrimonio y derecho a constituir 
una familia.  Entre las conclusiones a las que arriba la tesista, están las siguientes: la 
primera señala que el matrimonio es una institución de origen natural que posee su propia 
regulación misma que no puede ser modificada por el legislador. En la segunda conclusión 
la autora señala que las parejas homo afectivas requieren la institucionalización de su 
forma de vida; el matrimonio entre heterosexuales genera derechos que no son 
reconocidos para las parejas del mismo sexo, considera que el patrimonio que resultase 
puede ser protegido mediante las diversas figuras del derecho de reales. En una tercera 
conclusión, señala que se ha intentado reconocer derechos para parejas constituidas por 
personas del mismo sexo, que son exclusivos del instituto matrimonial.   
 
El autor del presente trabajo es Rodríguez (2007), el título de la tesis es “Unión de hecho 
entre dos personas del mismo sexo y sus efectos patrimoniales”, realizada en Chiclayo, 
teniendo como objetivo general el determinar si la legislación actual protege los derechos 
de índole patrimonial de las parejas del mismo sexo. No especifica el método de 
investigación aplicado. Los principales resultados obtenidos fueron los siguientes: que los 
derechos que protegen a las parejas heterosexuales distan de aquellos derechos que 
buscan ser reconocidos para las parejas homosexuales; que su deseo de ser reconocidos 
como una familia es una tarea pendiente del Estado peruano.  
 
2.2. Marco Histórico 
 La denominación y contenido de las relaciones entre personas del mismo sexo varia 
conforme se vaya incorporando al ordenamiento jurídico de cada país, que decida hacerla 
parte de su cuerpo normativo. Los datos históricos en relación con las parejas 




remonta a inicios del año 1990, cuando en  Colombia, se aprueba la Ley No. 54 de 1990, 
donde se precisa en el primer artículo que se denomina unión marital de hecho a aquellas 
parejas constituidas por un hombre y una mujer, carentes del vínculo matrimonial, se les 
denominarían compañeros permanentes, para todos los efectos civiles que les pudieran 
favorecer, siendo esta una ley abiertamente discriminatoria para las parejas 
homosexuales, al no ser incluidos en esta regulación. Aunque a primera vista esta ley es 
contraria al tema del trabajo, fue la base para iniciar este reconocimiento ante la ley y 
porque no decirlo ante la sociedad colombiana. 
 
Con la Ley No. 979 del 2005 (que reformó la Ley No. 54 del año 1990, de forma parcial), 
se pudo precisar temas de forma a la Ley que la antecedió, pero sin modificar la situación 
en la que los integrantes de la unión marital de hecho sean una pareja heterosexual, 
situación a todas luces era una forma de discriminación directa contra los integrantes de 
las parejas con personas del mismo sexo, que buscaban equiparar sus derechos en 
relación a las parejas heterosexuales, es por ello que el 7 de febrero del 2007 se presenta 
una demanda de inconstitucionalidad, en contra de los artículos primero y segundo  de la 
Ley  No. 54 del año 1990, reformada parcialmente por la Ley No. 979 del año 2005, por 
considerarlos discriminatorios. La presunta discriminación fue superada con la emisión de 
la Sentencia C-075 del año 2007 emitida por el Tribunal Constitucional de Colombia, 
resolución que incluye a las parejas homosexuales en la figura de la unión marital de 
hecho, de las que fueron excluidos inicialmente en las leyes precitadas, esta incorporación 
marcó un precedente en la legislación colombiana y por qué no precisarlo, a nivel 
latinoamericano; asimismo, se reconocía, el régimen patrimonial de compañero 
permanente, el cual les permitía a las parejas del mismo sexo un reconocimiento jurídico 
en relación al patrimonio adquirido durante su convivencia en pareja.   
 




denominación de Pacto Civil Solidario ò PACS, como es el caso de Francia y México.  
 
México al ser un estado federal, tiene como parte de su normativa la indicada figura en el 
cuerpo legislativo del Estado de Cohahuila. En enero 19 del año 2007, mediante 
publicación en el diario oficial de Saltillo, se difundió los fundamentos que sustentaron la 
iniciativa para modificar y adicionar diversas disposiciones en el Código Civil del Cohahuila 
y en el Registro Civil. Es a través del indicado documento que surge la institución del 
PACS, inicialmente válido para personas heterosexuales, ampliando su aplicación también 
para personas de diferente orientación sexual. Expresamente señala que las 
consecuencias jurídicas de esta nueva figura están limitadas al ámbito personal de los 
suscribientes. Dicha iniciativa reconoce a su vez a la institución matrimonial como 
fundamental e importante para la sociedad del Estado de Cohahuila, por ser la forma más 
deseable para la constitución de una familia.  
 
Esta modificatoria alcanza también al artículo 147 del Código Civil referido a las actas 
susceptibles de ser emitidas por el Registro Civil del Estado. Cabe notar que los 
legisladores anticiparon la turbulencia que dicha iniciativa desataría en la sociedad de 
Cohahuila, sabedores de la existencia de grupos que se oponen al reconocimiento de 
derechos para los grupos minoritarios, que a ese momento no disponían de medios que 
les permitiera desarrollarse como pareja. Respecto del PACS, la última reforma realizada 
a dicha figura data del 09 de abril de 2019, de la ley publicada el 15 de diciembre de 2015, 
misma que incorpora numerosas modificaciones, como clara indicación de la presencia e 
importancia que dicha figura tiene para la ciudadanía mexicana.  
 
El caso de Francia, el 15 de noviembre del año 1999 se realizó una modificación a la 
normativa civil del Libro I de Personas, consistente en la inclusión de un nuevo título 




515-1 hasta el artículo 515-8. 
 
Previo a dicha modificación, en la ciudad se dieron numerosas e intensas marchas, que 
pusieron de manifiesto las posturas contrapuestas de la población; de un lado, los 
tradicionalistas que expresaban su rechazo, de otro lado, los grupos de apoyo a las 
medidas de cambio que contaban con el apoyo entusiasta de los colectivos homosexuales. 
Para la nación implicó un cambio importante, de interés para todos, lo que obligó a la 
difusión vía televisión del debate parlamentario respecto del proyecto de reforma. Los 
radicales tradicionalistas acudieron a variados argumentos para impedir la aprobación del 
proyecto. Los impulsores de la reforma finalmente lograron su cometido. 
 
El PACS está profundamente enraizado en la cultura francesa, siendo la opción preferente 
para muchas parejas, pues desde su entrada en vigor se han suscrito 210 mil, y durante 
el 2005 se suscribieron 60 mil contratos. Al desarrollarse su progresiva aplicación se 
encontraron vacíos detectados por el notariado. Adicionalmente, a pocos años de su 
incorporación al cuerpo legal de Francia, sufrió una modificación el 23 de junio de 2006 
por la Ley, en relación con la donación y las sucesiones. 
 
2.3. Marco Normativo  
El marco normativo sobre el cual gira la presente investigación está   conformado por la 
normativa que a continuación se señala: 
 
a) El Pacto Civil Solidario 
a.1) En cuanto a la regulación interna en nuestro país tenemos: 
- Constitución Política del Perú:  
 




desarrollo de la personalidad. 
 
- Artículo 2, inciso 2, derecho que tienen las personas a ser tratadas de 
manera igual ante la ley.  
 
- Artículo 2, inciso 14, que está referido al derecho a la libertad de las 
personas para contratar con finalidad conforme a derecho.  
 
- Artículo 2, inciso 24, derecho referido a la libertad y seguridad personal. 
 
- Código Civil Peruano: 
- Artículo 3, mismo que regula sobre la capacidad jurídica de las personas 
para el goce y ejercicio de sus derechos, con las limitaciones establecidas 
por la ley, precisando que tales limitaciones no constituyen elementos 
siquiera cercanos a la discriminación.   
 
- Artículo 1351, que regula la figura del contrato y establece que se trata del 
acuerdo sucedido entre dos o más personas con la finalidad de crear, 
regular, establecer modificaciones o finalizando el vínculo jurídico de índole 
patrimonial. 
 
- Artículo 1361, que regula la obligatoriedad del contenido de los contratos, 
considerando que lo declarado expresamente en el contrato se corresponde 
con la voluntad de los suscribientes, en caso exista discrepancia entre el 
contenido del documento y lo declarado por una de las partes, debe ser 
probado por quien así lo alegue. 




- La Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el documento consultivo 
24/17, en el fundamento 72, señala la protección que se brinda a las personas 
al margen de su orientación sexual e identidad de género, requiriendo que los 
países integrantes, implementen instrumentos concretos para el logro de una 
verdadera protección ante cualquier acto de discriminación.   
 
- Regulación Latinoamericana    
  México, Legislación para la Familia del Estado de Cohahuila de Zaragoza 
(2015), Título Primero, articulo 3, que hace mención al derecho que poseen las 
personas para determinar libremente la forma en la cual decide organizar su 
vida como individuos y como seres sociales al amparo de sus convicciones e 
intereses personales.  
 
- Regulación Europea 
Francia, Código Civil (1889), Articulo 515-1, que define al Pacto Civil de 
Solidaridad-PACS como una modalidad de contrato del cual participan 
personas mayores de edad, de la misma orientación sexual y con el objetivo 
de compartir su vida. 
 
b) Derecho a la Propiedad 
b.1) Regulación Interna 
- Tribunal Constitucional, en el Exp. No. 03258-2010-PA/TC (2011), precisa que 
es un derecho fundamental, estando relacionado íntimamente con la libertad 
del individuo, por lo que se protege la integridad y existencia de la propiedad 
(corporal o incorporal) para el titular del derecho, así como su implicancia en 
la organización y el desarrollo de un sistema económico-social. En este 




declara que el derecho a la propiedad no puede ser vulnerado, constituyendo 
entonces responsabilidad del Estado garantizar el pleno ejercicio del derecho 
a cada uno.   
 
- Constitución Política del Perú:  
- Artículo 2, inciso 16 que regula respecto del derecho que las personas 
tienen en relación con la propiedad. 
 
- Artículo 70 en el cual se precisa la intangibilidad de este derecho, cuya 
protección está garantizada por el Estado, con las limitaciones establecidas 
en la ley. Declarando que solo se puede privar de este derecho en casos 
que se ponga en riesgo la seguridad de la Nación o exista una carencia 
pública, que lo justifique. 
 
- Código Civil Peruano:  
- Artículos 923 y siguientes, que regulan este derecho, coligiendo que la 
propiedad es el dominio legal que reconoce al individuo diversos atributos 
respecto del bien, como gozar, usar, reivindicar y enajenar el bien; 
asimismo, este poder permite desplegar su uso en concordancia con los 
intereses del entorno, respetando las restricciones y obligaciones que la ley 
exige para su disfrute. 
 
b.2) Regulación Externa 
- Corte Interamericana de Derechos Humanos 
  La Corte IDH en su Opinión Consultiva 24/2017, propugna que es obligación 
de los Estados participantes, la protección de los derechos de naturaleza 




consideración internacional. Tal obligación es extensiva a los derechos y 
obligaciones surgidos de los vínculos familiares de las parejas heterosexuales, 
entendiendo que este derecho es extensivo para toda persona sin distinción 
alguna. 
 
2.4. Bases teóricas 
 
2.4.1 . El Pacto Civil Solidario o Pacto Civil de Solidaridad 
Durante mucho tiempo, el matrimonio ha sido la única opción reconocida para regular 
social y jurídicamente las relaciones de pareja. Progresivamente se han ido 
incorporando nuevas formas de convivir, mismas que incluyen las relaciones surgidas 
entre las personas de misma orientación sexual.  
 
La apertura lograda por las movilizaciones de los grupos activistas y el reconocimiento 
de los derechos humanos, han permitido que progresivamente se incorporen otras 
formas de convivencia, además del matrimonio, considerando también a las parejas 
integradas por personas del mismo sexo.  
 
Aunque la figura del matrimonio sigue siendo la forma más aceptada, se abren paso 
otras, así, en Colombia se encuentra la Sociedad Patrimonial, en Uruguay tenemos la 
unión concubinaria, en Ecuador ha regulado la unión civil entre homosexuales, entre 
otros. 
  
El elemento transversal a todas ellas es que se reconoce jurídicamente la relación 
existente entre las parejas constituidas por personas del mismo sexo, con diferentes 
derechos y niveles de reconocimiento, conforme a la legislatura de cada país. 




matrimonio y la unión de hecho propia, siendo el matrimonio la figura que presenta 
mayor protección por parte del Estado, para las parejas heterosexuales libres de 
impedimento. Observada la realidad social de nuestro país, se encuentran otras 
formas de organización de la unión entre los seres humanos, entre aquellos que no 
desean casarse, pero si desean compartir juntos y aquellos que, a pesar de su interés 
por formalizar su relación, no encuentran vía idónea.  
 
2.4.1.1. Concepto del Pacto Civil Solidario 
Es aquel acuerdo suscrito entre personas del mismo sexo reconociendo que hacen 
vida en común. A este sistema pueden acceder personas mayores de edad que por su 
orientación sexual o decisión propia no pueden contraer matrimonio (Ginisty, 2006). 
 
El autor considera que el PACS corresponde a un concubinato organizado, es un 
contrato que lleva implícita la voluntad y actitud deliberada de asumir un compromiso 
regulado por la ley con efectos personales y patrimoniales. Uno de los efectos 
polémicos fue el referido a asumir públicamente su orientación sexual, que se hace 
pública al suscribir el contrato.  Un aspecto que a decir del autor no está regulado y 
que debe interpretarse en términos positivos, es la obligación de fidelidad entre los 
integrantes de la pareja.  
  
Para los legisladores del Estado de Cohahuila de México, en la argumentación jurídica 
respecto de los motivos que sustentaron la iniciativa legislativa para reformar el Código 
Civil del Estado (2007), se declara que el PACS es un negocio jurídico, solemne en 
cuanto a su formalidad, con el objeto predominante de la ayuda y asistencia entre dos 
personas, generando un cambio en el estado civil de los compañeros civiles.   
 




y peculiar que suscriben de común acuerdo dos personas humanas mayores de edad, 
del mismo o diferente sexo, con el objeto de organizar su vida en común, cuyas 
controversias serán dirimidas a la luz del derecho de familia.  
 
Para los tesistas, el PACS es un acuerdo de voluntades bajo la forma de un contrato, 
que lo suscriben dos personas con mayoría de edad, siendo los contratantes dos 
personas del mismo sexo que desean a futuro compartir su vida, con el objeto de 
proteger la propiedad surgida de la convivencia.  
Entendiendo que la vida en común, corresponde a la comunidad de intereses y la 
cohabitación.  
 
Con la presente propuesta nos interesa dar forma a una nueva figura jurídica, que 
acoge a las personas que tienen una relación y convivencia como pareja que, por las 
características particulares de su orientación sexual, no pueden optar por la unión de 
hecho o el matrimonio, para regularizar su situación jurídica, estando al momento en 
desventaja social y jurídica frente al resto de ciudadanos peruanos.   
 
2.4.1.1.1. Diferencia del Pacto Civil Solidario con otras figuras 
jurídicas  
 
Es necesario establecer diferencias entre el PACS y algunas figuras jurídicas, a fin de 




La copropiedad es una figura jurídica propia del derecho real, se encuentra regulada 




un derecho sobre un conjunto de bienes, derechos u obligaciones para determinados 
fines. En la copropiedad existen derechos comunes sobre un bien.  
 
Arata (2005), define esta figura como una situación de comunidad con relación al 
derecho de propiedad, siendo que el derecho de propiedad que recae sobre el total de 
una misma cosa y sobre cada una de sus partes tienen dos o más personas de manera 
conjunta.  
 
Martín Mejorada (2019) refiere que la copropiedad  usualmente surge como resultado 
de la sucesión, aunque no es la única manera, pero si la más común, siendo entonces 
una figura necesaria e indispensable para regular esta situación natural, implica que 
dos personas o más comparten la titularidad sobre un mismo bien, considera que los 
propietarios mediante esta figura tienen dos bienes y dos derechos en simultáneo; de 
un lado, las personas tienen el derecho por el cual comparten la copropiedad o 
condominio respecto del bien principal o bien material y al mismo tiempo existen las 
participaciones o alícuotas sobre ese bien y sobre ellas el titular tiene propiedad 
exclusiva .     
 
Para Milushka Rojas (2018), se trata de un derecho real principal temporal, existe 
copropiedad respecto de un bien cuando este pertenece por cuotas ideales a varias 










   Tabla N0 01: Diferencias Entre el Pacto Civil Solidario y la Copropiedad 
 
PACS Copropiedad 
Naturaleza Contrato derecho real 
Origen Voluntad varias causas 
Partes 
integrantes de pareja del 
mismo sexo indiferente 
Titularidad bien indiviso alícuota 
Administración ambas personas según alícuota 
Extinción en partes iguales según alícuota 
Fuente: Elaboración propia- 2020 
 
Las diferencias entre la copropiedad y el Pacto Civil de Solidaridad son las que se 
enumeran a continuación:  
 
- La copropiedad es un derecho real, en tanto que el PACS es un contrato que 
pretende regular un derecho real como es la propiedad, entre dos personas que lo 
suscribieron. 
 
- La copropiedad puede derivar de diversas situaciones, entre ellas la voluntad de 
las partes, un legado, mandato de la ley, prescripción adquisitiva; el PACS se 
origina únicamente por la voluntad de las partes. 
 
- En la copropiedad pueden ser dos o más personas las que concurran en la 
titularidad del derecho, siendo indiferente la presencia de vinculo consanguíneo o 
parentesco por afinidad entre ellos; en tanto que el PACS es el contrato contraído 





- En la copropiedad cada copropietario es titular de una cuota ideal, determinada y 
conforme a su aporte, que determina la medida de sus beneficios y cargas, de su 
poder de voto y de su participación al disolver la copropiedad; en tanto que en el 
PACS los propietarios lo son del total del bien y al margen de su aporte. 
 
- La copropiedad puede ser suscrita tantas veces y por los mismos participantes, 
como resulte necesario, en tanto que el PACS será suscrito una vez. 
 
- La administración del bien en la copropiedad puede realizarse de diversas 
maneras, (directa, convencional, judicial, de hecho), y siendo que el poder de 
decisión está directamente vinculado a las alícuotas que tiene cada copropietario, 
su voto será contado de acuerdo con las alícuotas que posea respecto del bien; 
tales cuotas determinan también las obligaciones y beneficios de cada 
copropietario; en tanto que, en el PACS la administración se daría por ambas 
personas por ser ambos los titulares del derecho en igualdad de condiciones.   
 
- Para la disposición del bien en común se requiere una decisión unánime de los 
copropietarios; en tanto que en el PACS la disposición se daría por ambas 
personas, por ser ambos los titulares del derecho en igualdad de condiciones.   
 
- En cuanto a la extinción de la copropiedad, esta se produce por la división y 
partición del bien, en función de la alícuota de cada copropietario; en cuanto al 
PACS, en la disolución cada integrante de la pareja recibe una porción igual. 
 
Las indicadas diferencias ponen en claro que la Copropiedad y el PACS son figuras 
diferentes, y que la copropiedad no resuelve el problema respecto de la propiedad de 




b) Enriquecimiento Indebido 
 
Esta figura se encuentra regulada en el artículo 1954 del Código Civil, señalando que, 
aquella persona que de manera indebida y a expensas de otro acrecienta sus bienes, 
está obligado a indemnizar al afectado, al haberse producido un enriquecimiento y este 
es necesariamente patrimonial. 
 
Se refiere al beneficio que una persona obtiene a expensas de un tercero, permitiendo 
que el afectado a través de la acción de enriquecimiento sin causa pueda demandar 
la devolución de lo perdido. 
 
Para Castillo y Sabroso (2017) el enriquecimiento sin causa constituye también otra 
fuente, por el que surgen las obligaciones permitiendo que el afectado, haga uso de 
su facultad y derecho de reclamar la devolución de lo adquirido sin causa justificante, 
y sin necesidad que este enriquecimiento constituya delito.  
 
Los autores indicados sostienen que esta figura consiste en que una persona logra 
una ventaja económica, unas veces por la adición de valores de un tercero al suyo, 
pero otras veces sin suceder aquello se obtiene ventaja económica con el que se 
mejora su patrimonio personal.  
 
En muchos casos, cuando ocurre la migración patrimonial real y efectiva de dinero u 
otros bienes, en la mayoría de los casos la normativa tiene ya reguladas las vías para 
brindar a los afectados, alternativas jurídicas que les permita recuperar lo perdido, en 
vez de la demanda por enriquecimiento sin causa.  
La dificultad con esta figura reside en el carácter de subsidiariedad de esta, siendo esa 




Civil (Castillo y Molina, 2005). 
  
Con esta figura se busca proteger a la persona que de manera injustificada vea 
afectado su patrimonio con el propósito de restituirle lo perdido. 
 
Tabla N0 02: Diferencias entre el Pacto Civil Solidario y el Enriquecimiento 
Indebido 
  PACS Enriquecimiento Indebido 
Naturaleza Contrato. 
figura que permite la recuperación de lo 
injustificadamente perdido.  
   Fuente: Elaboración propia – 2020 
 
Las diferencias existentes entre esta figura y el PACS son las que se mencionan a 
continuación: 
 
- El enriquecimiento sin causa se constituye en fuente de las obligaciones facultando 
a quien resulte empobrecido, la acción y el derecho de requerir la devolución del 
patrimonio a quien injustificadamente se enriqueció; en tanto que el PACS es el 
contrato que protege el derecho de propiedad de los integrantes de la pareja del mismo 
sexo respecto de los bienes surgidos durante la relación. 
 
- El enriquecimiento sin causa es una figura subsidiaria a la que se acude cuando no 
se encuentra acción factible para el reclamo en la normativa vigente; en tanto que el 
PACS busca resguardar el derecho de propiedad de los suscribientes.  
 
Cabe decir que, las personas que no puedan suscribir el PACS podrán acudir a esta 




c) Unión de Hecho 
 
Para Zuta Vidal (2018) la unión de hecho es fuente de familia, al ser un acuerdo de 
voluntades y cumple con deberes de cohabitación, fidelidad y asistencia generando 
consecuencias jurídicas. 
 
La autora señala que no todas las relaciones de convivencia son sujeto de protección, 
por la normativa peruana. El artículo 326 del Código Civil y la jurisprudencia, han 
establecido numerosos requisitos. Se asemeja al matrimonio en la finalidad y deberes 
que cumple, así en el Código Civil en los artículos 288 y 289 se establece que los 
deberes que deben cumplir las parejas son la fidelidad, asistencia, cohabitación y 
respeto; en caso de tener hijos surge el deber de alimentación y educación de estos.  
 
Tabla N0 03 Diferencias entre el Pacto Civil Solidario y la Unión de Hecho 
  PACS UNIÓN DE HECHO 
Naturaleza contrato  constituye familia  
Derechos Propiedad diversos  
          Fuente: Elaboración propia - 2020 
 
Las diferencias que marcan distancia entre el PACS y la presente figura jurídica son 
las que se señalan a continuación: 
 
- La unión de hecho involucra a una pareja heterosexual que tiene una serie de 
obligaciones, entre ellas la fidelidad, la cohabitación, el gobierno igualitario, 
alimentos, entre otros; en tanto que el PACS se presenta en exclusivo para las 
parejas del mismo sexo, con el único objetivo de proteger su derecho de propiedad, 




- El reconocimiento de la unión de hecho implica el cumplimiento de una serie de 
requisitos (unión estable de hombre y mujer, voluntad, sin impedimentos para 
contraer matrimonio, permanencia y exclusividad de la relación, el trato), debiendo 
presentar pruebas y pudiendo darse por vía notarial o judicial conforme al caso en 
cuestión; en cuanto al PACS, sin presentar pruebas, excepto una declaración jurada, 
su nacimiento tiene lugar a través de la suscripción del contrato respectivo y su 
posterior inscripción en el registro de personas. 
 
- En la unión de hecho son diversos los derechos reconocidos; en cuanto al PACS este 
se limita a la protección del derecho de propiedad de los integrantes de la pareja. 
 
- En la unión de hecho, la disolución trae consigo la liquidación de la sociedad de 
gananciales y es probable que algún derecho siga vigente; en tanto que en el PACS 
se produce la partición de los bienes muebles e inmuebles de manera equitativa entre 
los integrantes de la pareja.  
 
Es de verse las diferencias existentes entre ambas figuras, sin dejar espacio a la 
confusión. 
 
d) Sociedad de Gananciales  
 
Para Gutiérrez (2005), se trata de un régimen de comunidad de patrimonios o 
patrimonio común, en el que no existen partes alícuotas administrado por ambos 
cónyuges, siendo que los beneficios o ganancias obtenidos por cada integrante del 
matrimonio, al disolverse la sociedad cada cónyuge recibirá la mitad de los bienes, 





Son bienes sociales todos aquellos bienes que no sean personales, siendo ambos 
cónyuges los administradores, excepto los bienes personales de los cuales cada 
cónyuge tiene la administración. Las obligaciones y cargas de la sociedad se pagan 
con el activo social.  
 
Tabla N0 04: Diferencias entre el Pacto Civil Solidario y la Sociedad de Gananciales 
  PACS SOCIEDAD DE GANANCIALES  
Origen contrato Matrimonio  
Extinción mutuo acuerdo, unilateral divorcio, viudez 
    Fuente: Elaboración propia - 2020 
 
Las diferencias existentes entre la sociedad de gananciales y el PACS, son las 
siguientes: 
 
- La sociedad de gananciales los bienes se encuentran en régimen de comunidad, 
surge como resultado del matrimonio civil de una pareja heterosexual, siempre que 
los contrayentes no hubieran elegido previamente el régimen de separación de 
bienes. En el caso del PACS este surge como resultado de la suscripción de un 
contrato entre los integrantes de la pareja del mismo sexo.  
 
- La sociedad de gananciales incorpora los bienes personales de la pareja y los 
resultantes del matrimonio en su totalidad (pasivos y activos); en tanto que en el 
PACS solo se considera los bienes muebles e inmuebles que sean adquiridos 
durante su vigencia.   
 
- En la sociedad de gananciales la administración de los bienes es facultad  




tanto que en el PACS la administración puede ser realizada por ambos integrantes 
de la pareja del mismo sexo o por un tercero elegido por ellos. 
 
- En cuanto a la culminación de la sociedad de gananciales, se tiene que puede 
deberse a la disolución del matrimonio por diferentes causas establecidas en la 
norma (invalidación del vínculo matrimonial, divorcio, muerte), imposibilidad de vida 
en común (ausencia) o la posibilidad de sustituir el régimen por el de separación de 
bienes; en tanto que el PACS, se disuelve por decisión unilateral o común de los 
integrantes de la pareja del mismo sexo.   
 
Con relación a lo dicho, queda claro que se trata de dos instituciones diferentes y que 
la suscripción del PACS no implica la constitución de una sociedad de gananciales.    
 
2.4.1.2. Naturaleza del Pacto Civil Solidario 
 





Según lo señalado por Guillermo Cabanellas (2007), el término contrato proviene de 
la expresión de “convención” misma que se origina del latín convenio, y este se refiere 
a un acuerdo suscrito entre de dos o más personas en relación con una misma cosa. 
La convención es parte del género y el contrato, resulta ser la especie. El convenio es 
un concierto de voluntades entre las partes, cuyo efecto puede originar o no, una 





Los contratos, en relación con la reglamentación de los intereses, funcionan como un 
mecanismo previsional del futuro ya que regulan conforme al interés de las personas 
sus relaciones jurídicas, en el ejercicio de su libertad, iniciativa y autonomía privada, 
como el medio para obtener seguridad y beneficio. 
 
Gonzales Barrón (2017), define el contrato como un acto humano bilateral, de índole 
patrimonial. En relación con sus funciones, señala que se trata del mecanismo que 
facilita el intercambio de servicios y bienes, que suministran la atención de 
necesidades, buscando la eficiencia económica, el desarrollo social, mayor 
productividad y mejora de la calidad.  
 
Rescatando la bilateralidad del acto, se percibe que, para su logro, deben vincularse 
dos voluntades de manera equitativa, de tal forma que una no se superpone a la otra 
y sean la libre expresión de dos personas que logran un acuerdo conforme a sus 
intereses. 
 
El autor resalta al acuerdo como el elemento fundamental en la suscripción de un 
contrato, que en su contenido y practica debe ser un concierto de voluntades y lo justo 
para las partes, respetando las formalidades del caso para generar obligación. Y este 
primer elemento es el que interesa para el presente trabajo.  
 
Gonzáles Barrón refiere que el contrato responde a determinados principios para que 
cumpla sus funciones: 
 
a) Libertad, por tratarse del ejercicio de la autonomía de los contratantes; 
b) Igualdad, para garantizar la operación; 




intereses personales y colectivos; 
d) Normativo, ya que su contenido obliga a las partes y deriva en seguridad jurídica. 
 
Para la investigación en concreto, el contrato será la vía que da forma al PACS, el 
mecanismo que da forma y origen al pacto.  
 
Si bien entendemos que el objetivo perseguido por las parejas del mismo sexo es, el 
ser reconocidas como un tipo más de familia, a nivel social y legislativo, dadas las 
condiciones legislativas y socio culturales de nuestro país, es seguro que tal deseo se 
verá postergado un tiempo más, en tanto, subsisten problemas que requieren de una 
pronta y adecuada intervención para su solución, entre ellos el referido a la titularidad 
de los bienes adquiridos durante la existencia de la pareja, siendo este el problema 
que nos convoca en el presente trabajo.  
 
El PACS que se propone en el presente trabajo, no pretende ser reconocido como un 
nuevo camino para constituir familia, es en estricto, una respuesta legal para proteger 
sus facultades de propietario, respecto de los bienes adquiridos durante su vigencia, 
teniendo su origen en la voluntad de contratar de los integrantes de la pareja, por lo 
que no tiene matices que lo acerquen al derecho de familia y si, al de Fuente de las 
Obligaciones. 
  
2.4.1.2.1.1. Libertad Contractual 
 
El derecho a suscribir un contrato con fines lícitos está reconocido como un derecho 






Chanamé (2015) recoge lo expresado por Enrique Bernales, al señalar que se trata de 
la libertad de formalizar jurídicamente relaciones patrimoniales entre personas o 
instituciones, sobre los más diversos asuntos, en tanto no contraríen el orden público. 
El TC, en el fundamento 7 de la sentencia (en adelante STC) del expediente 02175-
2011-PA/TC señala que se trata del derecho entendido como el concierto de 
voluntades celebrado entre dos o más personas con el objetivo de crear, regular, 
modificar o extinguir una relación jurídica de índole patrimonial; el vínculo resultante 
de tal acuerdo debe referirse a los bienes o intereses de naturaleza patrimonial, que 
tenga finalidad lícita y no se contrapongan a la normativa vigente ni el orden público. 
Osterling (2010, entiende que el principio de autonomía de la voluntad es el que da 
origen a la relación jurídica, por la cual los participantes se obligan en el ejercicio de 
su libertad individual sabiendo que su decisión, tendrá efectos sobre su esfera de 
intereses y su patrimonio. El límite al ejercicio de la voluntad individual está en la 
legalidad de la causa. 
 
La libertad contractual a decir de Santillana (2016), está integrada por las libertades 
de contratar y la de contratación. La libertad de contratar está referida a la facultad de 
las personas para determinar si suscriben o no un contrato; mientras que la libertad de 
contratación es la que permite a los suscribientes determinar el contenido del contrato 
bajo el que se regirán en un futuro. 
 
En esta misma línea, el TC señaló que el contenido sustancial de este derecho se 
encuentra conformado por las garantías siguientes:  
 






b) Autodeterminación para dilucidar de común acuerdo el contenido del contrato.  
   
El presupuesto necesario para la seguridad de las partes, respecto de su protección e 
igualdad, es la referida al contenido del contrato que se suscribe. Las condiciones del 
contrato deben ser conocidas, o posible de serlo, claras para las partes, sencillas, y 
sin abuso que genere detrimento o desequilibrio para una de las partes. Para el caso 
concreto del PACS, las partes deben acudir a la contratación en igualdad de 
condiciones, es decir, conociendo previamente el contenido.  
 
La autonomía de la voluntad implica un radio de acción libre de la supervisión del 
Estado, al que solo se acude cuando se requiere ayuda para que se obligue a cumplir 
con su contenido, imponiendo que se ejecute su contenido siempre que no se oponga 
a las buenas costumbres o al orden público. Este principio permite a las partes 
contratantes autorregularse respecto de sus relaciones y acuerdos, momento y 
contenido de sus acuerdos, ampliación o extinción de las relaciones ya existentes. El 
Tribunal Constitucional señala que jurídicamente, existen dos elementos necesarios: 
(a) el Estado acepta no interferir en las relaciones y su contenido y (b) toma como 
obligatorios el contenido de los acuerdos suscritos. 
 
Líneas arriba se mencionó que el medio para el nacimiento y sustento del PACS es la 
figura del contrato, que dicha figura tiene como eje central la libertad contractual. 
Siendo que se trata de un derecho de naturaleza fundamental, su ejercicio permite a 
los suscribientes el establecer las vinculaciones jurídicas que estimen necesarias, para 
alcanzar sus objetivos y proteger sus intereses, en tanto no se vulnere derechos o viole 
normas. Siendo así, al Estado le surge la obligación de respetar lo resuelto por las 
personas en el ejercicio de esta facultad y, la facultad de obligar a los contratantes a 




La autodeterminación en el ejercicio de esta libertad permitiría a los integrantes de la 
pareja, decidir la forma en la que deseen manejar su compromiso con la otra persona, 
decidiendo la conveniencia de contratar ya conociendo los alcances de dicho contrato, 
sobre la base de asegurar para ambos integrantes la protección de su derecho de 
propiedad en igualdad de condiciones. 
 
2.4.1.2.1.2. Obligatoriedad de los contratos 
 
             El imperativo de la obligatoriedad de los contratos se fundamenta en la Constitución, 
en razón que la libertad de contratar es un derecho inherente a las personas por su 
condición de tal, (Constitución, artículo 2, inciso 14), que se ejercita a través de los 
contratos. Esta obligatoriedad está recogida en el artículo 1361 del Código Civil, al 
señalar que aquello expresado en el contrato se torna de cumplimiento obligatorio para 
las partes.  
 
             Este elemento es de especial relevancia porque su obligatoriedad se torna ley entre los 
contratantes, de la que no podrán desistirse o retractarse ante los compromisos ya 
asumidos. Para Osterling, este es el principal efecto de la celebración de un contrato. 
 
             La obligatoriedad está vinculada a que lo manifestado en el cuerpo del contrato, se 
corresponde con la voluntad del contratante, es decir, a la coincidencia entre la voluntad 
inicial (lo deseado) con la voluntad expresada (contenido del contrato), de no existir 
discrepancia entre ambos elementos, no da origen a problema jurídico alguno, caso 
contrario, se deberá demostrar la discrepancia.  
 
             Para Gonzales Barrón (loc.cit) la obligatoriedad derivada de un contrato presenta tres 




contratantes de carácter obligatorio, por lo que no corresponde desistirse o retractarse 
del acuerdo asumido. Segundo, la obligatoriedad de lo pactado se sustenta en que los 
compromisos asumidos están expresados en un documento, permitiendo al entorno 
conocer de la voluntad de los suscribientes. Por último, la validez del contrato tiene 
relación con la coincidencia de lo expresado por las partes, es decir, que haya 
concordancia entre ambas expresiones.  
 
             Los integrantes de la pareja del mismo sexo, al suscribir el contrato del PACS, parten 
de la obligación de respetar el derecho del otro respecto de los bienes que surjan 
durante su vigencia, obligación contenida de forma incuestionable e ineludible en el 
documento. La fuerza de dicha cláusula se sustenta en la libertad personal para optar 
o no por la suscripción del contrato, y en el imperativo de que su contenido es ley para 
las partes, por lo que al contratar de manera libre y voluntaria se fuerzan a dar 
cumplimiento lo pactado. 
 
2.4.1.2.1.3. Obligaciones de los Contratos 
 
Desde una mirada económica y social, las actividades de intercambio entre las 
personas son necesarias para atender las diversas carencias que experimentan; es 
así que las personas entablan relaciones de carácter obligatorio para adquirir bienes 
o servicios de diversa índole para dar respuesta a sus necesidades.  
 
Desde el punto de vista jurídico, estas relaciones obligatorias son de contenido 
patrimonial e importantes económicamente para facilitar el intercambio de bienes y 
servicios (Gutiérrez, 2005).  
En este sentido, le corresponde al Derecho regular tales relaciones, para garantizar 




Castillo (2014), define la obligación como un vínculo jurídico, que nace de las 
relaciones entre personas y tienen contenido patrimonial.  Señala que las obligaciones 
vinculan a personas determinadas o posibles de determinar, y genera entre ellas un 
vínculo que impone la ejecución de lo adeudado, otorgando al acreedor el derecho de 
exigir el cumplimiento de la prestación. El vínculo quedará disuelto cuando el deudor 
cumpla con la prestación. 
 
Se precisa que las partes sean determinadas, por las facultades y prestaciones que se 
derivan; de un lado, el acreedor es el titular de un derecho de crédito, que le permite 
exigir al deudor aquello a lo que se comprometió. 
 
Castillo propone la siguiente clasificación de las obligaciones: 
 
a) Por la fuente, siendo que la causa eficiente es la que da lugar a la obligación 
pendiente. Así: 
- Las obligaciones que surgen de la autonomía de la voluntad, y 
- Las obligaciones que surgen de la ley tienen lugar cuando una persona 
causa daño a otra, por la utilización de bien peligroso o riesgoso y, por la 
realización de actividad riesgosa. 
 
b) Por la naturaleza de la prestación, siendo las obligaciones de dar, de hacer y de 
no hacer. 
 
c) Por la pluralidad de objetos, las obligaciones podrían ser: conjuntivas, alternativas 
y facultativas. 
 




mancomunadas y solidarias.  
 
e) Por estar determinada o ser determinable la prestación.  
 
f) Por su independencia, resultando en obligaciones principales y accesorias. 
 
g) Por ser puras o simples y las sujetas a modalidad.  
 
h) Por agotarse o ser duraderas con el cumplimiento de la prestación.  
 
En relación con el PACS, la obligación que da sentido a este contrato, es la referida al 
compromiso de los suscribientes de consentir que los bienes adquiridos durante la 
vigencia del contrato, son propiedad de ambos integrantes de la pareja en igualdad de 
porcentajes, sin interesar los aportes dados por cada cual.  
 
Ambos integrantes de la pareja serán propietarios del total del bien, hasta la partición 
de los bienes al momento de la disolución del PACS.  
 
2.4.1.3. Derechos involucrados 
 
Los derechos involucrados a la existencia del PACS, traen inherente la presencia de 
los siguientes derechos: 
 
2.4.1.3.1. Derecho a la Libertad Personal 
 
De todos los derechos que posee el ser humano, el derecho a la libertad se constituye 




personas ejercer todos los demás derechos. Ríos coincide con Espinosa-Saldaña 
Barreda, al entender la libertad como un sistema complejo que está constituido por 
una gama de libertades, tales como libertad de expresión, de tránsito, de religión, etc.  
 
Para el presente trabajo, compete hablar de la libertad individual, que hace referencia 
a la autodeterminación de las personas, aclarando que la libertad personal es uno de 
los elementos que integra a la libertad individual, conforme a la oportuna precisión en 
el fundamento ocho de su voto aclaratorio por el magistrado Espinosa-Saldaña 
Barreda en la sentencia del expediente No. 04780-2017-PHC/TC. 
 
En el fundamento 10 de la señalada resolución, el magistrado antes indicado, define a 
la libertad individual como aquella facultad en sentido amplio, que incluye la esfera 
subjetiva de la persona humana, considerando su equilibrio psicosomático y el libre 
desarrollo de la personalidad.  En este sentido, se precia en el fundamento 11 que la 
libertad individual, es la capacidad de la persona para hacer y no hacer lo que por ley 
esté permitido, respetando su facultad para organizar su vida a nivel individual y social, 
en consonancia con sus intereses y opciones.  
 
Bernales (1998), precisa que este derecho es una condición de toda persona humana, 
propia y privada, que le permite tomar decisiones de lo que hace o deje de hacer, con 
la única limitante respecto de lo que la ley impone a toda persona.  
 
Ríos, señala que la Constitución ha establecido límites a esta libertad, dentro de la 
legalidad y en concordancia con el discernimiento con el fin de proteger y promover 
una convivencia de todas las personas y proteger otros derechos fundamentales. Tales 
limitaciones no deben desnaturalizar el derecho y la aplicación de tales restricciones, 




lograr con la afectación del derecho a la libertad individual.  
 
La decisión de los integrantes de la pareja del mismo sexo, de ser parte del PACS, 
para la presente investigación es interpretado como el resultado del ejercicio de la 
libertad personal para optar por aquella opción que atiende su necesidad.  
 
La libertad individual protege a las personas para decidir sin presiones externas, que 
le impidan actuar conforme a su necesidad o interés, sin que aquello implique la 
afectación de los intereses de terceros o daños al bien común. Involucra también la 
obligación del Estado de garantizar a cada ciudadano un entorno sin presiones que 
resulten ser un obstáculo en el logro de su deseo.  
 
Es en el contexto descrito que los integrantes de la pareja de manera libre y 
espontánea podrán decidir la conveniencia de suscribir el Pacto, conociendo 
anticipadamente de la obligación que dicho acto contiene.  
 
2.4.1.3.2. Derecho al libre desarrollo 
 
Villalobos (2012), declara que se trata de un derecho de compleja definición, por 
tratarse de un derecho que es simultáneamente el sustento y objetivo del Derecho, 
porque pretende regular, tutelar y proteger las diferentes dimensiones jurídicas de la 
persona humana. Para el TC este derecho y la dignidad humana son el soporte de los 
derechos fundamentales reconocidos, siendo el soporte del sistema de valores que los 
sustentan (fundamento 2, expediente 06113-2008-PA/TC).     
 
El autor sostiene que, todo ordenamiento jurídico contiene el derecho al libre desarrollo 




caso peruano, este derecho, aunque carece de una mención expresa en nuestra 
Constitución, se puede deducir del listado de derechos fundamentales.  En nuestro 
país se acepta, reconoce y garantiza este derecho como uno implícito y ampliamente 
reconocido que goza de la obligación estatal de ser protegido y de tutela jurisdiccional 
ante su vulneración. Lo dicho se confirma con lo expresado por el TC en la sentencia 
No. 1423-2013-AA/TC, al señalar que este derecho encuentra su reconocimiento en el 
artículo 2, inciso 1, aunque no de forma expresa y sin señalar el espacio concreto que 
la persona tiene derecho a desarrollar libremente, siendo esta apertura la que permite 
considerar que se trata de la personalidad del sujeto la que se busca proteger 
(fundamento 22, expediente 00032-2010-PI/TC). 
 
Villalobos, autor ya señalado, declara que se trata del derecho que poseen los seres 
humanos para desarrollarse, autodeterminar, diseñar y conducir su propia vida según 
su voluntad, de acuerdo con sus expectativas, según su proyecto de vida, intereses, 
propósitos, deseos, vocación, preferencias e inclinaciones.  
 
El derecho al libre desarrollo presenta cuatro características. La primera, este derecho 
protege diversos aspectos inherentes a la dignidad humana y calidad de persona, el 
valor superior que reviste al ser humano en relación con el cuerpo normativo del país. 
Este derecho resulta ser la cualidad general de ser persona humana, que incluye a 
todos los derechos y características indispensables al status jurídico de ser persona.  
 
La segunda característica está referida a los derechos fundamentales o de la 
personalidad, que se constituyen en diversas manifestaciones de la dignidad de las 
personas y de su esfera individual, son elementos universales e indivisibles que 
permiten las diversas expresiones de la personalidad de los sujetos, necesita de 




que integran el listado de los derechos y libertades fundamentales.  
 
Como tercera característica se tiene que este derecho protege el desarrollo particular 
de cada individuo, es decir, el desarrollo de su propio ser como persona y ser 
individual; esta característica viene a ser el núcleo de este derecho, ya que abarca 
manifestaciones a nivel interno y externo de la personalidad del sujeto, que lo hace 
único y especial, diferente y particular de todos sus semejantes. Esta cualidad incluye 
características como apariencia, intimidad, conciencia, maneras de actuar y todo aquel 
elemento que permita a la persona realizarse como tal, como ser digno y libre. 
 
Finalmente, como cuarta característica, se tiene la facultad de cada persona de 
desarrollar su vida y personalidad conforme a sus propios y personales ideales, es 
decir, que cada persona pueda ser lo que desea ser, siendo que el Estado reconoce 
esta facultad en toda persona para desarrollarse, según sus decisiones y sin presión, 
control o impedimentos por parte del Estado u otra persona del entorno, con la finalidad 
de lograr sus objetivos y metas personales, teniendo como únicos límites la no 
transgresión de los derechos de terceros y el orden público. Entonces, esta cuarta 
cualidad protege la autodeterminación de la persona para desarrollar su vida conforme 
a su proyecto de vida. 
 
Debido a lo expresado, Villalobos (2012), define este derecho como una facultad que 
goza de reconocimiento jurídico, pues para su logro necesita de la concurrencia de 
todos los derechos y características indispensables al status jurídico de persona, así 
como del goce efectivo de los derechos fundamentales reconocidos.  
 
Para el TC, en el fundamento 32 de la sentencia 1423-2013-AA/TC, este derecho 




públicos deben limitar sus facultades para evitar interferir en la autonomía y elección 
de la persona, inclusive en los aspectos sencillos de la vida cotidiana. Esta afirmación 
la ratifica el propio TC, al señalar que este derecho protege la libertad general de la 
persona, que presenten directa vinculación con el logro de la vida privada y social, que 
no tengan declarada protección en los derechos fundamentales establecidos 
(fundamento 14, expediente 2868-2014-AA/TC).  
 
La excepción para el ejercicio de este derecho, estará dada cuando exista una 
justificación constitucional, que deberá ejecutarse aplicando medios que respondan a 
los principios de razonabilidad y proporcionalidad de naturaleza constitucional.   
 
Este derecho al igual que todos los demás, no es absoluto, existiendo la obligación de 
ser ejercido en consonancia con los derechos fundamentales de las demás personas. 
 
El TC en el expediente 0032-2010-AI/TC, considera que este derecho está reconocido 
en el artículo 2, inciso 1 de la Constitución al señalar que toda persona tiene derecho 
a su libre desarrollo, referido a la personalidad del sujeto y su capacidad para 
desenvolverse con plena libertad al ser reconocida como ser espiritual, con autonomía 
y dignidad. En su fundamento 22 de la citada sentencia, el TC declara que los espacios 
para que las personas estructuren y desarrollen su vida personal y social son lugares 
reservados de la intervención estatal ajenas a lo razonable y lo proporcional. 
 
En la sentencia del expediente 06113-2008-AA/TC, en su fundamento 2, el TC 
establece que la dignidad y el derecho en cuestión, resultan ser los ejes centrales del 
sistema de valores reconocido por la Constitución, al ser ambos derechos, el soporte 
del cuerpo completo de derechos fundamentales. Esta afirmación pone en evidencia 




Para aproximarse a la definición de este derecho, el autor considera necesaria la 
presencia de cuatro elementos; primero, este derecho busca proteger los diversos 
aspectos indispensables a la dignidad y condición humana: segundo, considera 
indispensable el ejercicio efectivo de los derechos y libertades contenidos en el 
catálogo constitucional; tercero, desea garantizar el desarrollo particular de cada 
persona, protegiéndola en su individualidad, como ser único y valioso; cuarto, 
capacidad de la persona para  autodeterminar como quiere desarrollar su vida y 
personalidad en atención a sus intereses e ideales.   
 
Con relación a los parámetros de este derecho, Villalobos (2012), indica que el libre 
desarrollo establece un bloque axiológico objetivo en un contexto constitucionalista 
que está vinculado íntimamente con la dignidad de la persona, implicando la 
posibilidad y capacidad personal para tomar decisiones, sin injerencia externa y 
conforme a la conciencia de quien decide, posibilita el poder trazar un proyecto de vida 
y ejecutarlo en respeto a su individualidad y dignidad personal, para lograr ser lo que 
la persona decidió ser. En esta dirección, la Carta Magna no hace distingos entre las 
personas debido a su opción o preferencia sexual, o en función de su actividad sexual. 
Lo importante es el respeto a la dignidad de la persona humana. La dignidad de la 
persona no se pierde por la comisión de un delito o su opción sexual o por su elección 
de una forma de vivir que no cuente con el entendimiento de su entorno.  
 
Las decisiones íntimas y personales que las personas hacen o podrían hacer, son 
necesarias para el logro de su autonomía y dignidad personal, en el ejercicio de su 
libertad, con la garantía de que no habrá injerencia externa o de parte del Estado. 
En este sentido, las decisiones que tome la persona, en relación a este derecho y como 
sea que corresponde al fuero íntimo y personal del sujeto, en tanto no violenten los 




que este derecho protege la posibilidad de la persona para decidir cómo desea 
desarrollarse, objetivo que podrá ser alcanzado si tal decisión la puede ejecutar, 
ejercitando libremente sus demás derechos fundamentales.  
 
2.4.1.3.3. Derecho a la no discriminación 
 
Por tratarse de un derecho fundamental, las personas tienen la facultad de ser tratadas 
con igualdad ante la ley, y a no experimentar discriminación de algún tipo, lo que 
implica, el derecho a ser tratado sin privilegios o diferencias no reguladas por la ley.  
Este derecho no reclama la no discriminación, en sí, sino, la facultad de disfrute igual 
de los derechos y libertades que la ley reconoce (Gutiérrez, 2005). 
 
El Estado peruano tiene como una de sus principales funciones el vigilar que se 
respete la igualdad, lo que significa que todas las personas sin distinción alguna 
debieran ser tratadas de la misma forma ante la ley. En contrario, se puede esperar un 
trato diferenciado en base a las diferencias entre las personas y las condiciones en las 
que se desenvuelven, resultando necesario acreditar la razonabilidad y 
proporcionalidad de la decisión a fin de establecer su constitucionalidad (fundamento 
3, sentencia en expediente No. 1399-2001-AA/TC); esto podrá lograrse en tanto se 
protejan bienes de importancia constitucional y no se infrinjan otros que también 
debieran ser respetados.   
                                                                                                                                                                                                                                 
La igualdad jurídica implica una doble condición: (a) el trato igualitario por ser un 
derecho y (b) la igualdad entendida como principio. Como derecho fundamental implica 
el aceptar que es propio de las personas por su condición de tal. Como principio implica 





La igualdad debe ser entendida, como armonía, proporción y reciprocidad entre los 
elementos que conforman un todo, trato igualitario, ausencia de privilegios o 
preferencias.  
 
Para Chanamé (2015), definir la igualdad es tarea difícil, al respecto señala, que las 
personas sin excepción poseen el derecho a que se les reconozca en su integridad y 
ser tratados igual que a sus iguales sin ignorar que cada uno es particular, que su 
individualidad es particular, específica y diferente de todos los demás.  
 
En este sentido, la igualdad como derecho, se ciñe a interpretar a cada persona como 
poseedor de una identidad esencial y particular, ofreciéndoles iguales oportunidades 
para el despliegue de su personalidad, sin presencia de privilegios, a menos que estén 
sustentados en el mérito y la capacidad de cada uno.  
 
Todas las personas tienen derechos iguales a pesar de que cada quien por su propia 
naturaleza, es diferente a los otros. No debe confundirse: al hablar de igualdad ante la 
ley no se hace referencia a que las personas sean entendidas como iguales, sino todo 
lo contrario, las personas deben ser aceptadas como diferentes y recibir un trato 
igualitario cuando de aplicar la ley se trata.  
 
La igualdad ante la ley debe ser entendida como el resguardo, que esta garantiza a 
las personas, como prevención y cuidado ante actos o situaciones de discriminación, 
a la vez de alcanzarle un mecanismo de respuesta y defensa cuando se incurra en la 
violación de este derecho.  
 
Las conductas discriminatorias favorecen un trato diferenciado y desfavorable hacia 




idioma, nacionalidad y orientación sexual, causando tensión y sufrimiento, 
desacreditan y repudian únicamente por no ser parte de un grupo, afectando la 
dignidad de las personas; daña a quien la padece y a quien discrimina, impidiendo que 
haya una sociedad libre y justa. Raúl Chaname, afirma que carece de sustento 
científico, además de ser moralmente inaceptable.  
 
Gutiérrez (2005), enumera algunas causas de discriminación y refiere que están 
anticipadas en la Constitución, considerando (a) las relacionadas a características 
ajenas a la voluntad de las personas, por ejemplo, etnia, sexo, color de piel, condición 
económica, etc.; (b) las referidas a situaciones vinculadas con las decisiones 
personales, como serían su religión, opción sexual, opinión y otros.  
 
La Corte IDH (2011), propugna que todo ser humano posee derechos y autonomías, 
contenidos en la Declaración Universal de Derechos Humanos, y esta debe ser 
manifiesta, sin ninguna distinción de raza, color de piel, religión, sexo, pensamiento, 
idioma u otra condición.  
 
La Constitución peruana, en el artículo 2 inciso 2, vinculado a la no discriminación 
culmina con la expresión “o de cualquier otra índole” para considerar categorías que 
no fueron expresamente señaladas en el artículo en mención, como es el referido a la 
orientación sexual e identidad de género, por lo que se desprende, que esta categoría 
está protegida por nuestra normativa y de esto no hay lugar a dudas. 
 
El trato diferenciado a las personas debido en razón de su identidad sexual, resulta en 
una conducta atentatoria, que vulnera el principio de no discriminación, que de manera 
implícita y explicita protege a la persona humana como merecedora de garantías y 




La Corte IDH, en la sentencia del caso de Atala Riffo y niñas vs. Chile, en el 
fundamento 79 señala, que la no discriminación y dignidad son dos nociones 
inseparables, por lo que resulta inaceptable el trato diferenciado a un grupo, o al 
otorgamiento de privilegios para unos o irreconciliable con la actitud de indiferencia 
hacia otros.   
 
A nivel internacional, los sistemas de derechos humanos, consideran la categoría de 
orientación sexual como una que motiva numerosas conductas de discriminación, por 
lo que se acudió a la promulgación de la Declaración sobre Derechos Humanos, 
respecto de la orientación sexual e identidad de género, para reafirmar que el derecho 
a la no discriminación debe respetarse para todos, sin posibilidad de justificación para 
ningún país miembro, por tratarse de una categoría protegida (fundamento 90, caso 
Atala Riffo y niñas vs. Chile) .   
 
La falta de consenso respecto del tema y la controversia que se suscita, sobre el 
mismo, no justifica la tolerancia a conductas discriminatorias para este segmento de la 
población, porque un derecho declarado y reconocido por los países miembros, no 
debe ser menguado o privado a persona alguna, bajo ningún contexto (fundamentos 
92 y 93, de la indicada sentencia). 
 
Nuestro país, a pesar de las recomendaciones y requerimientos realizados por los 
organismos internacionales, como es del caso de las Observaciones realizadas al 
informe periódico del Perú (2013), persiste en mantener la ausencia de normativa que 







2.4.1.3.4. Derecho a la propiedad 
 
Para Varsi (2019), al hablar de este derecho señala que si bien es de difícil definición, 
se acoge a lo señalado por Gama, refiriéndose a que se trata de una situación jurídica 
subjetiva, constituida por diversas facultades que favorecen al propietario, que se 
caracteriza especialmente por ser además de un derecho, señalando también la 
perpetuidad y la exclusividad de la situación jurídica, en relación a un objeto puede ser 
usado, disfrutado o dispuesto por su titular en relación a sus intereses individuales, de 
manera armoniosa a los intereses colectivos y sociales. 
 
El autor añade que se trata de un derecho inviolable, por lo que no puede ser limitado, 
disminuido o resquebrajado en ninguna de sus facultades, ya sea por el Estado o 
terceros, teniendo el propietario la garantía de indemnidad.  
 
2.4.1.4. Regulación Jurídica 
 
Resulta pertinente la revisión de la regulación implicada respecto del tema, tanto a 
nivel nacional como internacional.  
2.4.1.4.1. Regulación Interna 
 
En cuanto a la regulación interna tenemos la siguiente: 
 
2.1.1.4.1.1. Constitución Política del Perú 
 
La Constitución peruana precisa, que las personas por su condición de tal tienen 
derecho a ser tratadas de forma igualitaria cuando de la aplicación de la ley se trata, y 




particular de la persona, ya que este atributo individual la hace única e irrepetible, de 
acuerdo con lo regulado en el artículo 2, inciso 2.  
 
El contenido de esta declaración constitucional, no pretende señalar que las personas 
son o debieran ser iguales, sino que reconoce las particularidades de cada uno, y 
conmina a la aceptación y respeto de la individualidad de los ciudadanos por parte de 
las personas del entorno, las instituciones y el propio Estado. Esta declaración 
garantiza el respeto que como seres humanos nos debemos y ofrece protección 
cuando se produce una vulneración a la dignidad de la persona. 
 
2.4.1.4.1.2. Código Civil  
 
El presente documento precisa que los ciudadanos peruanos y residentes extranjeros 
tienen derecho al disfrute de sus derechos civiles, teniendo en cuenta las excepciones 
que estipula la ley.  
 
El articulo 3 refiere que las personas poseen dos capacidades para su ejercicio como 
ciudadanos, la capacidad de goce y la capacidad de ejercicio de sus derechos, 
precisando que el ejercicio de tales atributos debe darse considerando las limitaciones 
señaladas en la ley. Es preciso apuntar que lo indicado, no significa fundamento alguno 
para establecer diferenciaciones entre las personas a razón de alguna característica 
particular de ellas.   
 
2.4.1.4.1.3. Proyectos de Ley 
 






El proyecto fue presentado por el ex congresista Carlos Bruce en fecha 12 de 
setiembre de 2013. Estaba dirigido a personas del mismo sexo a fin de garantizar a la 
pareja deberes y derechos para su cuidado mutuo, dando lugar a cambio en el estado 
civil de los firmantes, además de alcanzar el status de un pariente de primer grado. 
 
b. Proyecto de Ley No. 2801/2013-CR Ley de Atención Mutua 
  
Proyecto presentado al Congreso por Julio Rosas Huaranga, en fecha 21 de 
octubre de 2013. Pretendía beneficiar mutuamente a los integrantes de la relación, sin 
precisar el sexo de los integrantes ni alterar su estado civil, les procuraba derechos 
pensionarios y sucesorios; formalizando este acuerdo a través de una escritura 
pública. 
 
c. Proyecto de Ley No. 3273/2013-CR Régimen de Sociedad de Solidaridad  
 
Esta iniciativa fue presentada por Marta Chávez, el 14 de marzo del 2014, orientado a 
parejas de igual o diferente sexo y no necesariamente con vínculo afectivo romántico, 
que suscriben una escritura pública con el objetivo principal de brindarse cuidado y 
asistencia, sin modificar el estado civil sí generando derechos sucesorios y 
pensionarios para sus integrantes. 
 
d. Proyecto de Ley 3594/2013-CR Asociación Patrimonial Solidaria   
 
El presente tiene como autor a Humberto Lay Sun, que en fecha 11 de junio de 2014, 
fue presentado al Congreso, bajo la forma de constituir una asociación sin fines de 




modificación del estado civil. 
 
Los proyectos reseñados, muestran el interés en trabajar el tema y proponer diversas 
fórmulas que permitan a las parejas del mismo sexo, gozar de algunos derechos que 
en la actualidad no disfrutan. Estas iniciativas evidencian que los autores reconocen 
que las parejas homosexuales, ameritan de protección legal que nuestro sistema 
jurídico no les otorga.  
 
A continuación, se desarrollan las diferencias existentes entre las iniciativas 
mencionadas y el Pacto Civil Solidario que proponemos los tesistas.  
 
Tabla N0 05: Diferencias entre el Pacto Civil Solidario y las principales 
propuestas legislativas presentadas  
 
   Fuente: Elaboración propia - 2020 
 
2.4.1.4.2. Regulación Externa 
 
2.1.1.4.1.2. Corte Interamericana de Derechos Humanos 
 











Poblacion objetivo homosexual ambos sexos ambos sexos ambos sexos homosexual
Modifica estado civil si no no no no
Derechos Sucesorios si si si si no
Decisiones Médicas si si si no no




50% si si no
Instrumento registro civil escritura pública escritura pública sociedad solidaria escritura pública













parejas que son conformadas por personas del mismo sexo, son de carácter igualitario 
frente a parejas heterosexuales, de conformidad a lo establecido en el catálogo de los 
derechos fundamentales y bajo el predominio del principio a la dignidad humana, 
debido al principio derecho a la no discriminación. 
 
2.1.1.4.1.3. Regulación internacional 
 
a) Latinoamericana: México 
 
El Estado mexicano de Coahuila de Zaragoza, en lo regulado en la Ley destinada para 
la familia (2015), en el artículo 3, reconoce en las personas el derecho a organizar su 
vida a nivel individual y nivel social de conformidad a sus propios intereses y 
expectativas. Los legisladores presentan dicha iniciativa en atención a las minorías, un 
grupo con desventaja social por lo que propone una fórmula jurídica valiosa.  
 
En ese sentido, crea la institución que denominada Pacto Civil de Solidaridad, (en 
adelante PACS), que persigue como fin el cuidado y atención reciproco entre los 
integrantes de la pareja. Su marco normativo permite acoger en este Pacto tanto a las 
parejas homosexuales como heterosexuales. Está previsto como un negocio jurídico, 
que requiere de solemnidad para su eficacia, por lo que debe inscribirse ante el 
Registro Civil, con actas suscritas de acuerdo con la ley, esta es una fórmula que en 
su contenido y consecuencias se distingue del matrimonio.  
 
Se incorpora esta figura en el Libro de Familia, pero con un status diferenciado 
respecto del matrimonio, tomando como base la solidaridad humana y las obligaciones 
de ayuda y respeto mutuo, entre los integrantes de la pareja, mismos que son 




se evalúa al componente patrimonial como un motivo determinante para la unión de 
esta pareja.  
 
Las obligaciones que surgen al acogerse a este pacto, son las de ayuda y respeto 
mutuo. Entre los efectos jurídicos contempladas tenemos: patrimonio de familia, 
alimentos, sucesión legítima, recibir una pensión, la garantía de alimentos por 
sucesión, entre otros.  A consecuencia de la inscripción del PACS el estado civil de los 
compañeros civiles cambia. La terminación del PACS se hará también de la forma 
establecida por la ley.  
 
A pesar de que la indicada figura jurídica no cuenta con amplia aceptación por la 
comunidad mexicana, el legislador a través de esta iniciativa pretende, la prevención 
y progresiva discriminación a ciertos grupos vulnerables, en la mirada de efectivizar la 
igualdad entre las personas para evitar toda vulneración o restricción en el ejercicio y 
aceptación de sus derechos. 
 
Para el Estado de Coahuila, tenía carácter imperativo la regulación y aplicación del 
PACS, como un mecanismo que permita la libre expresión de la decisión personal de 
los interesados. La negativa a su implementación hubiera resultado en la vulneración 
de derechos fundamentales como la igualdad, la no discriminación, la libertad 
individual y el respeto a la dignidad de la persona humana. Esta propuesta logró que 
se introduzcan modificaciones a la normativa civil de dicho Estado mexicano.  
 
La presencia del PACS regulado en el Código Civil reconoce al matrimonio como una 






b) Europa: Francia 
En Francia se han implementado tres vías jurídicas para organizar y reglamentar la 
vida en familia, siendo que estos mecanismos han sido incorporados en la regulación 
civil francesa: la unión libre (concubinato), el PACS y el matrimonio. En el artículo 515, 
inciso 1, se hace mención de que se trata de un contrato, llevado a cabo entre dos 
personas, con mayoría de edad, de igual o diferente orientación sexual, para regular 
la cohabitación de los integrantes de la pareja. 
 
La existencia de las indicadas tres formas de regulación del origen de la familia, 
responde a la necesidad de proteger el derecho fundamental del individuo a 
desarrollarse y vivir en familia, por el cual las personas tienen el derecho a la protección 
y respeto de su vida privada y si vida familiar, la constitución de una residencia común 
y, la protección de sus comunicaciones.  
 
Para Borrillo (2014), el PACS es un tipo de contrato sui generis que lleva implícito el 
reconocimiento jurídico parcial, presenta facilidades para su tramitación al exigirse 
formalidades mínimas e incorporar deberes limitados en comparación a la figura del 
matrimonio, que lleva implícito un reconocimiento pleno y público, con el ejercicio de 
amplios deberes y derechos. 
 
Jean – Claude Ginisty (2006), refiere que el PACS cambia el estado civil de los 
integrantes de la pareja, pero no hay modificación de filiación o la autoridad parental, 
estando obligados a registrar el Pacto, ante el Tribunal de Instancia del lugar donde 
será la vivienda en común; el secretario registrador se encarga de registrar el Pacto, 
como registro adicional en la partida de nacimiento de cada integrante de la pareja, 





Las obligaciones reciprocas de los integrantes de la pareja, luego de formalizar este 
pacto, son patrimoniales y extrapatrimoniales que, para los analistas, son derechos y 
deberes extraídos del matrimonio. 
 
Los miembros de la pareja asumen el compromiso de realizar vida en común y de 
asistirse mutuamente. Las relaciones entre los integrantes de la pareja no solo se 
limitan al ámbito pecuniario, sino que se encuadran también en un marco moral. 
 
2.4.2. Derecho de Propiedad 
 
Los derechos vinculados al patrimonio son parte constitutiva de los derechos 
fundamentales de la persona, al tratarse de aquellos derechos que posee el individuo, 
sobre aquellos bienes materiales e inmateriales cuyo valor es económico, contando 
con la libertad de disponer de ellos como más le convenga, en relación con los 
intereses de la persona, observando las limitaciones que la ley señala (García – 
Corrochano, 2000).  
 
Inmerso en los derechos patrimoniales, se encuentra el derecho de propiedad, que 
goza de la categoría jurídica de ser un derecho fundamental de la persona, conforme 
a lo regulado en el artículo 2, inciso 16 de la Carta Magna peruana. Su interpretación 
debe darse de manera conjunta, a lo estipulado en el artículo 70 del mismo cuerpo 
normativo. El contenido de este derecho establece que se trata de un derecho 
inviolable, que exige de los propietarios su ejercicio de manera armónica con el bien 
del entorno y el respeto de las limitaciones establecidas en la normativa vigente.  
 
El Estado garantiza su protección, sin posibilidad de ser privado del mismo, excepto 




siendo necesario (como causal de inconstitucionalidad), el pago de una indemnización 
acorde al mercado y lo regulado en la ley.  
 
24.2.1. Concepto de propiedad 
 
El TC como intérprete de la normativa peruana, en el fallo del expediente Nº 0008-
2003-AI/TC (2003), en base a su fundamento 26, define este derecho como la facultad 
jurídica que reconoce en los titulares del derecho amplias facultades respecto del bien, 
pudiendo así utilizarlo, gozar de sus atributos, determinar alguna forma de alienación 
y, llevar a cabo acciones de reivindicación ante las interferencias de tercero no 
legitimado.  El amplio haz de facultades que el TC reconoce al propietario, permite al 
titular del derecho obtener provecho del bien, administrar los frutos y productos que 
deriven dándoles un fin ventajoso a sus intereses, pero con la restricción que estas 
facultades se ejerzan en armonía con su entorno y lo que permita la ley.  
 
Dicha sentencia reconoce que el derecho a la propiedad es inherente a todo ser 
humano, y que, en el ejercicio de su autodeterminación, las personas pueden usar y 
disfrutar de los bienes, los frutos y productos que estos generen, disponiendo de los 
mismos según su interés y necesidad, siempre que se ejerza en armonía con el bien 
común. 
 
En la indicada sentencia, el TC reconoce que el derecho a la propiedad además de ser 
un derecho fundamental constituye también una garantía institucional, por cumplir una 
función social, debido a lo cual, el propietario adquiere obligaciones y limitaciones en 
el ejercicio de su derecho. Esta doble situación, exige que haya armonía entre los 
intereses de las personas como propietarios y los intereses del Estado, quien deberá 




reconocer las obligaciones que adquiere con relación al bien, que como 
oportunamente el Tribunal lo señaló en Exp. 5614-2007-AA/TC, en su fundamento 6, 
es preciso entender que la propiedad no debe responder exclusivamente a intereses 
personales sino también atender a intereses sociales o colectivos. 
 
Todo lo dicho podría resultar vano, si es que el Estado no garantiza la seguridad 
jurídica a través de la oponibilidad frente a terceros, no sería posible que el entorno 
reconozca al propietario como tal y con las facultades que su derecho le confiere, si el 
entorno no reconoce las facultades que el propietario tiene en razón de su título.   
 
El TC, en el expediente indicado (Exp. 5614-2007-AA/TC), en su fundamento 4, 
declara que la propiedad es un derecho fundamental que se encuentra muy vinculado 
al derecho de libertad personal, el Estado garantiza la existencia e integridad de la 
propiedad para el propietario, reconoce que esta es inviolable, esto significa que, 
incluye el derecho de defender sus bienes contra todo acto destinado a limitar el 
ejercicio de su derecho y la integridad de sus bienes, siendo esto congruente con lo 
señalado en el Artículo 70 de la Constitución.  
 
Siendo esta la importancia del derecho de propiedad, se concluye que presenta dos 
características bien definidas:  
 
(a) La de ser un derecho pleno, reconociendo en su titular amplias facultades que 
puede ejercer conforme a su autodeterminación, y  
(b) Se trata de un derecho que es irrevocable, siendo que algunas causales de 






2.4.2.2. Naturaleza de la propiedad 
 
La Constitución peruana en el Articulo 2, inciso 16, reconoce al derecho de propiedad 
como un derecho fundamental de la persona humana.  
 
En este sentido, el TC ha expresado en el Exp. 1417-2005-AA/TC, en su fundamento 
6, que los derechos fundamentales permiten incorporar y denominar a los derechos 
humanos que han sido incorporados y positivizados, en la normativa interna del país. 
La incorporación de tales derechos al cuerpo normativo peruano, exige su 
cumplimiento y respeto por parte del entorno en general, es decir, las personas, 
instituciones y el Estado como tal.  
 
Navarro (2012), expresa que los derechos fundamentales tienen un vínculo 
incorruptible con la dignidad, porque es de ella que nacen y resultan necesarios para 
que la persona se desarrolle como tal, es por eso que considera que todos los 
derechos humanos son esenciales y permiten expresar un núcleo de existencia de la 
persona. 
 
En esta línea de pensamiento, el TC, en el cuarto fundamento del expediente 5614-
2007-AA/TC, declara que la propiedad es un derecho fundamental y que se encuentra 
muy vinculado al derecho de libertad personal, añade que el Estado garantiza la 
existencia e integridad de la propiedad para seguridad y protección del propietario, 
reconociéndola como inviolable. Para la materialización de lo indicado. El Estado 
protege la propiedad y en consecuencia el derecho de propiedad, esto significa que, 
ofrece las herramientas para que los propietarios puedan defender su derecho y, 
protege el derecho del propietario para defender sus bienes contra todo acto destinado 




actuación del Estado es concordante con lo establecido en el Artículo 70 de la 
Constitución.  
Mónica Navarro, cuando habla del contenido de los derechos fundamentales 
manifiesta que es la suma de los valores superiores propios de la realidad en la que 
se desenvuelven, y su incorporación al cuerpo normativo reconoce su preexistencia, 
permite su vigencia, impone su respeto, faculta su exigibilidad y establece límites en 
la conducta de las partes. 
 
Para Guarniz (2005), al realizarse el reconocimiento del derecho de propiedad como 
uno fundamental, debe hacerse una interpretación de forma extensiva y protectora, 
porque esta facultad representa una garantía de la persona, frente al poder del Estado, 
en razón de ser la persona humana el objeto de protección de la normativa. El autor 
explica que su reconocimiento y protección, lleva inmersa la protección de las 
facultades que lo componen, señalando que la vulneración a uno de sus atributos 
implica una afectación al derecho de propiedad en sí mismo. 
 
En razón de todo lo dicho, al tratarse de un derecho fundamental su vulneración implica 
una afectación a las facultades que lo componen y una afectación a la dignidad del 
titular del derecho.    
 
2.4.2.2.1. Inviolabilidad de la propiedad 
 
El Tribunal Constitucional en la sentencia del Exp. No. 05614-2007-PA/TC, ratifica lo 
señalado en el Artículo 70 de la Constitución y declara que el derecho de propiedad 
solo puede ser privado por causa de seguridad nacional, necesidad pública o interés 
social establecidos por la norma y previo pago de una indemnización en efectivo al 





La indicada sentencia refiere que las razones para privar a una persona de su derecho 
fundamental a la propiedad, están establecidas en el Artículo 70 de la Constitución. Si 
bien se trata de un derecho inherente a la persona humana, este puede ser afectado 
retirando al propietario su titularidad respecto de un bien aún contra su voluntad. Esto 
se realiza a través de la figura de la expropiación y tiene como fundamento el bien 
común. 
 
Avendaño (2005), al referirse a la propiedad le reconoce tres elementos, uno de ellos 
es que se trata de un derecho inviolable. Su postura coincide con lo señalado por el 
TC, al manifestar que el Estado garantiza que será respetuoso de la propiedad y que 
la hará respetar; por tratarse de un derecho fundamental, y que las personas no 
pueden ser prohibidas de este derecho excepto a través de la expropiación. 
 
Señala adicionalmente que, sobre el fundamento de lo contenido en la Carta Magna, 
nadie puede ser privado de lo suyo excepto en casos excepcionales vinculados al 
riesgo de la seguridad del país y bajo el amparo de la ley, y si esta fuera expropiada, 
se deberá pagar una indemnización por el perjuicio causado. Existen antecedentes de 
acciones realizadas ante autoridades judiciales con el fin de contestar el precio 
valorado por parte del Estado, en el proceso de expropiación.  
 
Para que el proceso de expropiación sea legítimo, debe considerarse dos elementos: 
la aplicación del principio de legalidad y el derecho al debido proceso del titular del 
bien en cuestión. Las razones que motiven al Estado para llevar adelante el proceso 
de expropiación deben estar vinculados a la seguridad nacional o necesidad pública, 





En este sentido surge para la autoridad la obligación de realizar una indemnización 
justipreciada, misma que deberá incluir el precio del bien expropiado y un monto 
compensatorio por el posible perjuicio que se pudiera causar al propietario. La 
compensación que recibiría el propietario por verse impelido a soportar un daño no 
previsto.  
 
En este sentido, la inviolabilidad de la propiedad impone al Estado la obligación de 
respetar el derecho de propiedad de los ciudadanos. De ser necesario adquirir el título 
de propietario respecto de un bien, necesita previamente una Ley Congresal que 
exprese los motivos constitucionales que justifican la necesidad, caso contrario, sería 
un acto inconstitucional. 
 
Dicho esto, los supuestos inconstitucionales sobre los que podría darse la privación de 
este derecho serían los siguientes: 
 
- La inexistencia de una Ley del Congreso, sino una ley de rango inferior. 
- Que la Ley del Congreso que declare la expropiación, pero no exprese los 
motivos establecidos en la Carta Magna, o estos sean otros muy diferentes.  
- Que el proceso de expropiación se realice sin la indemnización al titular 
afectado.  
   
2.4.2.3. Límites de la propiedad 
 
                 Avendaño (loc.cit.), al hablar del derecho de propiedad, colige que esta facultad debe 
ejercitarse en equilibrio con el bien de todos por resultar beneficioso para el común de 
las personas. Reconoce como un elemento de este derecho, que su ejercicio puede ser 




por atribuirle al propietario todas las facultades sobre el bien.   
 
El autor considera que son dos limites que restringen su ejercicio, el bien común y la 
ley. 
 
En cuanto al bien común, no es posible aceptar que un propietario ejerza sus 
facultades afectando la paz social o la seguridad pública. 
 
En cuanto a los límites establecidos por la ley, estos están contenidos en leyes 
expedidas por el congreso, decretos y ordenanzas, así se tienen a las reglas sobre la 
zonificación, los reglamentos de construcción, habilitación y subdivisión, los 
reglamentos vinculados por la tranquilidad pública, aquellos reglamentos  que prohíben 
la presencia de industrias peligrosas o las denominadas  restricciones modernas 
vinculadas a la conservación del patrimonio nacional que, a pesar de restringir el uso 
del bien, no lo desnaturaliza ni significa un recorte a las facultades del derecho en 
mención. 
   
La finalidad de limitar en los particulares el ejercicio de su derecho a la propiedad es 
que este derecho se ejerza de manera armónica con el ejercicio que las demás 
personas realizan sobre este mismo derecho, que se realice en concordancia y sin 
afectar otros derechos y, sin alteraciones del orden público y el bien común, conforme 
lo señala el TC, en la sentencia ya mencionada del caso Nº 0008-2003-AI/TC (2003), 
en el fundamento 26.a).  
   
El TC ha explicado en el fundamento 8 de la resolución del Exp. 05614-2007-PA/TC 
que las restricciones a este derecho solo pueden darse por razones y causas ya 




su ejercicio deben estar ya establecidas anticipadamente en la norma, que dichas 
limitaciones no sean arbitrarias o antojadizas, sino que debe existir una necesidad 
justificante. Es de considerar también que debe existir proporcionalidad entre las 
razones y el efecto causado y perseguir como objetivo el logro de un objetivo legítimo. 
  
Las limitaciones al ejercicio de este derecho no están reservadas sólo para los 
ciudadanos peruanos, sino que también es extensivo para los extranjeros. Así, el 
Artículo 71 de la Constitución señala en su primer párrafo que los extranjeros, siendo 
personas naturales o personas jurídicas, están limitados en relación de la adquisición 
de propiedades dentro de los 50 kilómetros de las fronteras, bajo la pena de perder lo 
adquirido, sin que esto pueda ser interpretado como una vulneración a su derecho. 
 
2.4.2.4. Dimensiones de la propiedad 
 
El TC ha señalado que el derecho de propiedad presenta las dimensiones siguientes: 
 
2.4.2.4.1. Dimensión subjetiva o de libertad 
 
Castillo (2006), señala esta dimensión implica un haz de facultades para actuar y 
disponer de los bienes en favor de los intereses del titular, para lograr el 
reconocimiento de titular del derecho.   
Lo señalado por el autor se sustenta en lo ya expresado por el TC en su sentencia del 
expediente del caso 0008-2003-AI/TC, ha precisado cuando establece que el derecho 
de propiedad es el poder de naturaleza jurídica que reconoce a su titular como la 
persona que puede hacer uso del bien y mediante el mismo satisfacer sus intereses, 
decidir su destino e iniciar acciones de recuperación si alguien lo tuviese sin derecho 




esta forma es como la persona ostenta la propiedad.   
 
2.4.2.4.2. Dimensión objetiva o prestacional 
 
Para Castillo (ib.), a través de esta dimensión el estado se vincula con los derechos 
fundamentales, concretamente con el derecho de propiedad, adquiriendo la obligación 
de garantizar su vigencia a través del favorecimiento de su ejercicio por parte del titular. 
El estado adquiere la obligación de promover la vigencia plena de su contenido, 
asegurando su defensa y promoción, resultado de tratarse un derecho fundamental.  
El autor considera que no resulta suficiente saberse titular del derecho, es necesario 
que este pueda ser reconocido y aceptado por los demás y poder hacer uso, disfrute 
y disposición del bien conforme a sus intereses y la naturaleza del bien, bajo el 
respaldo de la seguridad jurídica que se alcanza al oponer su titularidad frente a 
terceros.   
 
La dimensión objetiva de este derecho permite que el Estado ofrezca las garantías 
necesarias para proteger esta facultad y asegurar su ejercicio pleno por parte del 
propietario. 
 
2.4.2.5.  Regulación del derecho de propiedad 
 
2.4.2.5.1. Regulación interna 
 
2.4.2.5.1.1. Código Civil 
 
La normativa civil regula lo concerniente a este derecho en los artículos 923 y 




las facultades de goce, uso, disposición y reivindicación del bien, asimismo, esta 
facultad exige el despliegue del haz de facultades sin afectar el derecho de otros ni la 
armonía del entorno, con respeto de las restricciones y las obligaciones reguladas en 
la norma para su disfrute.  
 
Avendaño (2005), define el uso del bien como la posibilidad de valerse del mismo en 
función de su naturaleza y conforme al interés del dueño.  
El disfrute es la capacidad de la que dispone el propietario para aprovechar de los 
frutos o productos que genera el bien sobre el cual se ejerce dominio, entendiendo 
que los frutos devienen del bien principal y se constituyen en un nuevo bien, que 
surgen sin disminuir o desnaturalizar el bien principal, se transforman en un nuevo 
bien que pasa a constituir parte del patrimonio del dueño.  
 
El autor precisa que los frutos son de tres tipos:  
a) Los frutos naturales, siendo los que provienen sin la intervención de persona 
alguna. 
b) Los frutos industriales, que para su elaboración se precisa la participación del 
hombre para su producción. 
c) Los frutos civiles, que son resultado de una relación jurídica establecida entre el 
titular del derecho y otra persona con interés en el bien. 
     
La disposición de un bien está referida a la facultad que posee el propietario para 
prescindir o mantener el bien en razón de las necesidades e intereses del dueño, 
pudiendo mantener el bien en el ámbito de su dominio o deshacerse del objeto si esto 
le resulta en provecho para sus intereses.   
 




destruirlo. La facultad de disponer no está orientada directamente al derecho de 
propiedad sino más en la relación de titularidad del individuo al cual le pertenece. 
  La facultad de reivindicación de un bien está vinculado a recuperar el bien cuando este 
se encuentra bajo el dominio de quien no tiene derechos sobre el objeto. Para el autor, 
este atributo no es un ejercicio persecutorio, simplemente se trataría de la facultad de 
la cual goza el titular de todo derecho real. Si el poseedor, el usufructuario, el acreedor 
hipotecario pueden perseguir el bien sobre el cuál recae su derecho, no resulta preciso 
entonces colocar a la reivindicación en el mismo nivel que los otros atributos, los 
cuales, en conjunto, configuran un derecho pleno y absoluto.   
   
2.4.2.5.1.2. Constitución Política del Perú 
     
 La Constitución en el artículo 2, hace tratamiento de los derechos fundamentales de 
la persona, siendo que estos forman parte de la vida individual y social de las 
personas.  
  
 Rubio (1999) establece que los derechos fundamentales son de dos tipos, aquellos 
que constituyen parte de la vida individual de la persona y otros, constituyen parte de 
la vida social del ser humano. 
 
En este sentido, el derecho de propiedad es uno que solo puede ser ejercido en 
relación con otras personas.  
 
     La constitución en el artículo 2, inciso 16 establece que toda persona tiene derecho a 
la propiedad, esto en concordancia con el artículo 70 en el cual precisa que este 
derecho es intangible y su protección está garantizada por el Estado, con los límites 





 Solo se puede ser privado de este derecho en casos que se ponga en riesgo la 
seguridad nacional o exista una necesidad pública, que así lo justifique. 
 
2.4.2.5.1.3. Tribunal Constitucional 
 
    El máximo intérprete de la carta magna precisa que, como derecho fundamental, la 
propiedad está relacionada íntimamente con la libertad del individuo. Este derecho 
garantiza la existencia e integridad de la propiedad (corporal o incorporal) para el 
propietario, así como la participación del propietario en la organización y el desarrollo 
de un sistema económico-social. En este sentido, en el artículo 70 de la Constitución 
se reconoce que el derecho de propiedad es inviolable y que el Estado lo garantiza, 
conforme lo ha precisado el Tribunal Constitucional en la sentencia del expediente 
03258-2010-PA/TC (2011). 
 
2.4.2.5.2. Regulación Externa 
 
2.4.2.5.2.1. Corte Interamericana de Derechos Humanos 
    
La Corte IDH en la Opinión Consultiva 24/2017, propugna que es obligación de los 
Estados integrantes la protección de los derechos patrimoniales, puesto que este 
derecho se vincula a todos los derechos humanos internacionalmente reconocidos, 
haciendo extensiva la obligación de los Estados de garantizar su protección y los 
medios que permitan su disfrute por los ciudadanos.  
 
El reconocimiento que hace la Corte IDH, se extiende al reconocimiento de los 




familiares de parejas heterosexuales, incorporando estos elementos a las 
obligaciones de los estados miembros, bajo la premisa el derecho es extensivo para 
toda persona humana sin distinción alguna. 
 
Lo dispuesto por la Corte IDH en el mencionado documento reafirma al derecho de 
propiedad como inherente a la persona humana, implica el reconocimiento de que es 
parte del ser humano por el simple hecho de ser tal. 
 
Este documento de la Corte IDH referido a las parejas del mismo sexo en la cual 
declara que se encuentran protegidas por la Convención, a través de los artículos 11,2 
referido a la vida privada y familiar, el artículo 17 referido a la protección de la familia 
y los artículos 1,1 y 24 referidos a la igualdad y la no discriminación.  
 
Mediante esta Opinión la Corte IDH requiere a los estados a que se reconozca y se 
asegure que todos los derechos sean aplicados a las parejas del mismo sexo, de la 
misma forma como se aplica a las parejas heterosexuales, en aspectos referidos a los 
impuestos, la herencia, los derechos de propiedad, las reglas de sucesión, la facultad 
para tomar decisiones médicas, los derechos y beneficios de la pareja supérstite, 
certificados de nacimiento y defunción, entre otros. La Corte IDH solicita que se 
asegure el acceso pleno de tales parejas a todos los mecanismos existentes en la 




DADO QUE el derecho a la propiedad es un derecho fundamental reconocido en la 
Constitución Política del Perú y que debe respetarse sin realizar distinción de género de la 




parejas del mismo sexo que realizan vida en común, adquiriendo propiedades y que dichas 
adquisiciones en común no se encuentran debidamente reguladas. 
ES PROBABLE QUE con una adecuada regulación que introduzca en el Perú la figura del 
Pacto Civil Solidario proteja efectivamente el derecho a la propiedad de las parejas del 
mismo sexo, estableciendo que dichas adquisiciones sean consideradas como un 
patrimonio indiviso en partes iguales. 
 
2.6. Variables 
a) Definición conceptual de variables 
▪  Variable Independiente: Pacto Civil Solidario 
El PACS es un contrato suscrito por los integrantes de la pareja del mismo sexo, 
que hacen vida en común, con la finalidad de proteger su derecho de propiedad, en 
relación con los bienes adquiridos a título oneroso luego de su suscripción, 
resultando indiferente el aporte dado por cada uno, generando en ambas personas 
igual derecho respecto de las propiedades, evitando así la vulneración de su 
derecho ante la posible disolución de la pareja. 
Para el caso de la presente investigación, los miembros de la pareja se 
denominarán “integrantes”.  
● Variable dependiente: Derecho de propiedad 
De acuerdo con lo establecido por el Tribunal Constitucional en la sentencia del 
Tribunal Constitucional Nº 0008-2003-AI/TC (2003), define este derecho como un 
derecho fundamental y la capacidad jurídica que reconoce a una persona a usar, 
disfrutar, disponer y reivindicar un bien. Siendo que la persona que es dueña podrá 
servirse del bien, percibir sus frutos y productos, y darles un fin ventajoso a sus 




entorno y lo que permita la ley. 
b) Definición operacional de variables 
- Variable Independiente 
▪ Pacto Civil Solidario o Pato Civil de Solidaridad 
- Indicadores: 
▪ Naturaleza Jurídica 
▪ Derechos involucrados 
▪ Regulación Jurídica 
- Variable dependiente 
▪ Derecho de Propiedad 
- Indicadores: 
▪ Naturaleza jurídica 
▪ Dimensiones 

























La presente investigación se va a realizar según detalle de lo que a continuación se precisa:  
 




                 El desarrollo del presente trabajo se enmarca en el enfoque cualitativo por tratarse de un 
fenómeno social con implicancias jurídicas y que, por sus particulares características, el 
indicado paradigma resulta ser mejor para su análisis y planteamiento de la posible 
solución. 
   
3.1.2. Tipo de estudio 
 
                           La presente investigación se ajusta al tipo de investigación Propositiva porque interesa 





3.1.3. Diseño de estudio 
En cuanto al diseño de la investigación esta corresponde a una investigación de tipo no 
Experimental dado que se realiza sin que exista manipulación o estímulo de las variables 
de estudio.  
 
En cuanto a su profundidad, nos encontramos ante una investigación de tipo descriptiva 
porque se desarrolla, analiza e interpreta los elementos que componen las variables de 
investigación.  
 
3.2. Matrices de Alineamiento 
 























3.2.2. Matriz de consistencia 
 
Cuadro N0 07: Matriz de Consistencia 




Analizar si la regulación del Pacto Civil 
Solidario protege los derechos de 
propiedad de las parejas del mismo sexo. 
DADO QUE el derecho a la propiedad es un derecho fundamental reconocido 
en la Constitución Política del Perú y que debe respetarse sin realizar distinción 
de género de la persona o preferencia sexual de la misma y tomando en cuenta 
que en nuestro país existen parejas del mismo sexo que realizan vida en común, 
adquiriendo propiedades y que dichas adquisiciones en común no se 
encuentran debidamente reguladas. 
ES PROBABLE QUE con una adecuada regulación que introduzca en el Perú 
la figura del pacto civil solidario se proteja efectivamente el derecho a la 
propiedad de las parejas del mismo sexo, estableciendo que dichas 







Método: Sociológico.                   
Tipo: Propositiva. 
Diseño: Descriptivo 




Muestra    
 
Instrumentos 
a) Precisar la Naturaleza Jurídica del 










b) Determinar la Naturaleza Jurídica del 





c) Establecer los alcances del derecho a 
la propiedad en las parejas del mismo 
sexo 
 
d) Especificar los requisitos mínimos de la 




 3.3. Población y Muestra 
 
En cuanto a la población involucrada en el objeto de estudio, para la presente 
investigación no resulta necesario determinar su tamaño y la respectiva muestra ya que 
este trabajo se desarrolla bajo el enfoque cualitativo y haciendo un análisis doctrinario 
cuya base de estudio no se vincula a datos numéricos, estadísticos o cuantificables 
principalmente, sino que su sustento radica en bases doctrinarias y jurisprudenciales del 
derecho.  
 
En relación con los expertos entrevistados, no era posible de conocer anticipadamente 
quienes integrarían la población de la cual extraer la muestra para realizar las 
entrevistas, pues esta tarea involucraría acciones que exceden por mucho a las 
características del trabajo y las posibilidades de logro de un resultado.  
 
En este sentido, se acudió al muestro no probabilístico, ya que se trata de una población 
desconocida y a la cual no se tiene acceso, siendo la técnica de muestreo por 
conveniencia la idónea porque permite la selección de los integrantes de la muestra 
debido a su accesibilidad y porque se sabe que pertenecen a la población de interés. 
Se contactó a un total de once profesionales, de los cuales accedieron a ser 
entrevistados cuatro. 
 
Los cuatro entrevistados son profesionales del derecho, que también realizan 
ejercicio independiente de la profesión, con practica en el área civil y/o 




desarrollan o desarrollaron práctica docente en diferentes universidades, 
expresan interés en el tema trabajado y presentan una postura al respecto.  
  
3.4. Técnicas e Instrumentos 
 
En el análisis documentario, para el recojo y registro idóneo de la información se 
utilizaron Fichas de Observación y Fichas Bibliográficas, generadas de manera 
específica para la situación particular a investigar. Los instrumentos diseñados (fichas 
de observación y bibliográficas), reúnen los criterios de validez, confiabilidad y 
objetividad necesarios para lograr su cometido. 
 
Para completar el recojo de información, se acudió a la entrevista semiestructurada, por 
ser un tipo de instrumento flexible y abierto, sobre la base de preguntas que recogían 
aspectos importantes del tema bajo investigación y necesarios de trabajar durante la 
entrevista; además, permite el acceso a información específica y concreta respecto del 
tema desarrollado en el presente trabajo.  
 
En este sentido se elaboró un cuestionario de cinco preguntas abiertas y formuladas al 
entrevistado, dando oportunidad a repreguntas para profundizar la idea expresada, por 







Para la realización del trabajo de investigación, se realizaron las siguientes actividades 
que a continuación se mencionan:  
 
a) Se diseñó el plan de tesis y los instrumentos necesarios para llevar adelante el 
trabajo de tesis. 
b) Se realizó la búsqueda de la información acudiendo a fuentes bibliográficas 
confiables, utilizando los motores de búsqueda y accediendo a las bibliotecas 
universitarias de la ciudad, en cuanto fuera posible el acceso.  
c) Ubicada la información, se realizó la recopilación de los contenidos necesarios 
vinculados al tema bajo análisis.  
d) Progresivamente, la información relevante y vinculada al tema de estudio fue 
registrada y organizada en las fichas de observación y las fichas bibliográficas 
diseñadas con este fin, conforme a los objetivos y el cuadro de operacionalización 
de variables. 
e) A medida que se recopilaba la información se fue dando estructura al marco teórico, 
referenciando a los autores citados de acuerdo con el formato establecido por APA 
en su sexta edición. 
f) Para evaluar la calidad del trabajo, este fue sometido a la revisión por expertos, 
siendo ellos la asesora especialista en derecho civil, Dra. Katia Reyes Loaiza, el 
asesor metodólogo Dr. Jesús Chávez, además de dos sustentaciones del trabajo 
ante jurado específico. Resultado de lo cual, se presentaron observaciones que 
fueron absueltas oportunamente. 
g) Una de las observaciones al trabajo consistía en realizar entrevista a expertos 
respecto del tema. Para este fin se preparó una entrevista semi estructurada que fue 





dificultades para establecer la población. 
h) En cumplimiento del interés inicial del presente estudio, se elaboró una propuesta 
legislativa de regulación de la figura del PACS.  
i) El análisis de los resultados se hizo en función de los objetivos planteados.  
j) La discusión se realizó en base al análisis para establecer si corresponde regular el 



































Empezamos el presente trabajo con la inquietud de profundizar nuestro entendimiento 
sobre la realidad de las parejas del mismo sexo y su actual situación en cuanto al 
ejercicio de sus derechos, específicamente sobre el derecho de propiedad. En ese 
sentido, al analizar la situación jurídica del indicado derecho en estas parejas, 
encontramos que ellas son objeto de discriminación por parte del Estado ante la 
ausencia de normativa que los ampare, ya que las diversas propuestas legislativas que 
buscaban atender este y otros requerimientos de este segmento de la población, no han 
prosperado o esperan ser debatidos más adelante en el congreso recién elegido.  
 
Siendo nuestro ánimo aportar en la solución, proponemos la figura del PACS como el 
mecanismo que permitiría a las parejas del mismo sexo proteger su derecho de 
propiedad en relación con los bienes que se adquieran durante el periodo de vida en 
común.  
 
En este sentido nos planteamos como objetivo principal (Capítulo I: Planteamiento del 
Problema, punto 1.3.1. Objetivo General) analizar si la regulación del PACS resulta ser 





resguardar su derecho de propiedad sobre los bienes que adquieran en lo que dura su 
relación. Vinculados a este objetivo principal, tenemos los objetivos específicos que uno 
a uno iremos atendiendo en el contenido del presente capítulo.  
 
Así, en el subtítulo 4.1. precisamos cual es la naturaleza jurídica del PACS. En el 
subtítulo 4.2. determinamos cual es la naturaleza jurídica del derecho de propiedad. En 
el siguiente subtitulo numerado como 4.3. analizamos la problemática del derecho de 
propiedad en este tipo de parejas para poder establecer cuáles son los alcances del 
derecho de propiedad en este momento. Finalmente, en el subtítulo 4.4. alcanzamos 
nuestra propuesta legislativa referente al PACS, ajustada a nuestra realidad y 
analizando los requisitos mínimos para su regulación y en el subtítulo 4.5. analizamos 
la relación existente entre la protección del derecho de propiedad y la regulación del 
PACS para determinar si efectivamente lo protege.  
 
Por esta razón, en los subtítulos venideros desarrollamos cada uno de los objetivos 
planteados en la formulación del problema para definir si el PACS reúne las condiciones 
necesarias para garantizar la protección de las facultades como propietario de ambos 
integrantes de la pareja, sobre los bienes que logren durante su vigencia.     
 
Para el planteamiento de nuestra propuesta, hemos partido de la observación y análisis 
de la realidad del país, aplicando el método sociológico, encontrando que este segmento 
de la población y en comparación con el resto de ciudadanos peruanos presentan 
distinciones en la aplicación de las leyes, de un lado un grupo de peruanos tienen la 
libertad de ejercer a plenitud sus derechos y de otro lado, están las parejas del mismo 
sexo que ven recortada su posibilidad para decidir y desarrollarse como personas en 
libertad y armonía con sus intereses, ejerciendo a plenitud las facultades que el derecho 
de propiedad les confiere, a diferencia de las parejas heterosexuales que disponen de 






Se llega al resultado de la presente propuesta porque corresponde contribuir en la 
solución de los problemas además de estudiarlos. Entendiendo que los derechos 
fundamentales son inherentes a la persona y su dignidad, que la vulneración o 
limitaciones en su ejercicio y disfrute como es del caso, implica para este grupo de 
personas tener su derecho restringido para ejercer plenamente su derecho a la 
propiedad.  Se analizaron diferentes opciones, concluyendo que el PACS es la figura 
que permite a los suscribientes proteger el derecho bajo análisis. 
 
La figura del PACS incorporado a los sistemas jurídicos de México y Francia, sirvió de 
inspiración para crear una nueva figura que consideramos ofrece a las parejas del 
mismo sexo de nuestro país, una vía sencilla y de fácil acceso para resguardar sus 
facultades de propietario, en caso decidieran adherirse a la misma. En el punto 4.4. se 
explican los elementos más importantes de dicha iniciativa y se adjunta completa como 
anexo bajo el formato de iniciativa legislativa, siendo su presencia la que enmarca el 
presente trabajo en uno de tipo propositivo, dentro del paradigma cualitativo. 
    
Definimos al PACS como un contrato, que será suscrito según la voluntad de los 
interesados, sin existir elemento que lo torne en obligatorio.  
La propuesta, contienen requisitos a cubrir por los interesados y quedar expeditos para 
suscribir el PACS, cuyo alcance cubre a los bienes muebles e inmuebles adquiridos a 
título oneroso durante su vigencia y presumiéndolos como patrimonio indiviso de ambos 
integrantes de la pareja.  
 
La suscripción del PACS se realizará mediante una minuta elevada a escritura pública 
ante notario público, con la subsiguiente inscripción del acto en el Registro de Personas 
Naturales, en un registro creado para tal fin, con el posterior traslado de anotación del 





Como mecanismo de seguridad, se han enumerado algunos impedimentos que protejan 
a esta figura de ser usada como fórmula alterna para evadir responsabilidades 
obstaculizando su adhesión al PACS al integrante de la pareja que resulte inmerso en 
alguna de las causales.  
 
La formalización del PACS se realizará, como ya se indicó, a través de una minuta 
elevada a escritura pública, debiendo anexarse los documentos requeridos. 
 
Para su disolución, se acudirá al notario, necesitando también anotación registral que 
señale su terminación, esto porque la existencia de un PACS es oponible a terceros en 
cuanto a la celebración de un matrimonio, formalización de unión de hecho o suscripción 
de otro PACS.  
 
4.1. Naturaleza jurídica del PACS 
 
Precisamos que la naturaleza jurídica del PACS es la de ser un contrato, pues somos 
coincidentes con la postura de Núñez Molina (2010) quien manifiesta que el contrato se 
encuentra íntimamente vinculado con la autonomía privada de las personas, en tanto 
esta se ajuste al respeto del bien común y la no transgresión de la normativa vigente. 
 
El citado autor expone que en esencia el contrato es el acuerdo de las voluntades de 
los participantes, es decir, que los suscribientes logran establecer un acuerdo entre 
intereses diferenciados y/o consentir en intereses complementarios, con el propósito de 
constituir un mecanismo que les permita alcanzar sus objetivos.  
 
Coincidimos con Parodi (2010) cuando expresa que la autonomía de la voluntad es el 





nacimiento del contrato y en consecuencia al PACS, pues consideramos que el punto 
de origen del contrato estaría en el uso de la libertad de las personas para autorregular 
su conducta y, entre otros, poder obligarse frente a terceros.    
 
Santillana (2016) puntualiza que la libertad de contratar permite a los interesados tomar 
la decisión de determinar si suscribe o no un contrato y, ejercitando su libertad para la 
contratación, decidir el contenido de este acto jurídico que para el presente caso sería 
el aceptar y respetar que los bienes adquiridos luego de su firma son propios en partes 
iguales de ambos suscribientes, sin ser importante el aporte dado por cada persona. La 
Carta Magna Peruana en el artículo 2, inciso 14 regula lo concerniente a dicha libertad, 
en este sentido, el TC en la sentencia del expediente 02175-2011-PA/TC desarrolla este 
derecho al establecer que las personas gozan de dos garantías: (a) la 
autodeterminación de la persona para decidir si suscribe o no un contrato con la 
posibilidad de elegir al concelebrante y, (b) la autodeterminación para acordar 
mutuamente el contenido del documento. 
  
Y siendo que, conforme a nuestro Código Civil en el artículo 1351 el contrato está 
definido como el acuerdo destinado a la creación, regulación, modificación o extinción 
de un vínculo jurídico con fines patrimoniales; y siendo que la suscripción del PACS 
pretende el surgimiento de un nexo jurídico de índole patrimonial entre los integrantes 
de la pareja para proteger sus derechos como propietarios, esta figura resulta ser la que 
mejor atiende al PACS.  
 
Un segundo elemento que presenta al contrato como el medio idóneo para materializar 
el PACS reside en que posee fuerza vinculante sobre la base del principio de 
obligatoriedad como el mecanismo de seguridad que constriñe a las partes al 
cumplimiento de lo pactado. Siendo que los firmantes tienen interés en suscribir el PACS 





vinculante que rige los contratos impone el cumplimiento de lo acordado, con la única 
posibilidad de retraerse de la obligación solo por razones que son ajenas a la intención 
inicial de vincularse. Esta imposición está regulada en el artículo 1361 del Código Civil, 
siendo este uno de los principales efectos de su suscripción.   
 
Un tercer argumento reside en que el PACS está en consonancia con el principio de 
sociabilidad o solidaridad recogido en el artículo 1355 del Código Civil y en el artículo V 
del Título Preliminar del Código Civil por los que se han establecido límites a la 
autonomía y libertad de las personas para contratar, debiendo prestar atención al orden 
social y la convivencia pacífica, y también a lo puntualizado por el TC en la ya indicada 
sentencia del expediente 02175-2011-PA/TC en la que señala que el contenido de los 
contratos debe tener finalidad lícita y no ser contrario a las leyes ni el orden público.   
 
La propuesta de regulación del PACS se atiene a lo dicho por el Tribunal y la normativa 
civil y siendo que su finalidad es proteger un derecho fundamental bajo la forma de un 
contrato se aleja de lo ilícito. Ser un medio que busca garantizar el ejercicio pleno del 
derecho de propiedad para los suscribientes presenta al PACS en armonía con el orden 
público. 
 
En este orden de ideas se afirma que la naturaleza jurídica del PACS es la de ser un 
contrato, figura ya existente en el ordenamiento jurídico peruano, y que la incorporación 
del PACS a la normativa peruana se ajusta positivamente a los requisitos de forma y 
fondo del contrato. El sustento de esta afirmación radica en el ejercicio y la adhesión de 
los suscribientes a tres principios necesarios: (a) principio de libertad contractual que 
protege en las personas la facultad para autorregularse respecto de las obligaciones 
que decide asumir y ante quien se compromete, surgiendo para el Estado la obligación 
de no intromisión; (b) el principio de obligatoriedad para las partes de cumplir lo pactado 





idónea y recíproca entre ellos, permitiéndoles hacer uso de las vías legales pertinentes 
en caso de incumplimiento, y (c) el principio de sociabilidad que resguarda el orden 
social y la convivencia en armonía entre los ciudadanos peruanos, impidiendo así 
acuerdos cuyo contenido vulnere el orden público. 
 
Así, el PACS no discrepa, sino todo lo contrario, se adhiere fácilmente a la personalidad 
del contrato y lo hace suyo para dar forma a este contrato sui generis para resguardar 
el derecho de propiedad de las personas que lo suscriban.  
 
4.2. Naturaleza jurídica del derecho de propiedad 
 
Para determinar la naturaleza jurídica del derecho de propiedad nos adherimos a lo 
establecido en el artículo 2, inciso 16 de la Constitución, en el que se reconoce y 
garantiza a la propiedad como un derecho fundamental de las personas.   
 
En este sentido, para entender la trascendencia del derecho de propiedad como un 
derecho fundamental, corresponde analizar primero la importancia de los derechos 
fundamentales.  
 
Acuña (2010) define los derechos fundamentales como las facultades o propósitos 
garantizados con su incorporación a un ordenamiento positivo, designando una clase 
específica de derechos a los cuales se les confiere un valor peculiar. Para Navarro 
(2012) los derechos fundamentales resultan ser la positivización de los derechos 
humanos en el ordenamiento interno del país, que los reconoce como inherentes a la 
persona humana y esenciales a su dignidad, pues cada uno de los derechos contenidos 
en el artículo 2 de la Constitución, revela un aspecto de la existencia humana y surgen 
de la dignidad de la persona para que esta exista y sea reconocida como tal. El origen 





la define como un principio que rige la Constitución al dirigir y orientar positivamente las 
tareas legislativas, jurisprudenciales y gubernamentales del Estado, siendo que todos 
los poderes y organismos públicos deben asegurar el desarrollo de la dignidad humana 
evitando su vulneración.  
 
La presencia de los derechos fundamentales implica el reconocimiento y protección de 
la persona humana y su dignidad como fin supremo de la sociedad y el Estado, 
permitiendo su exigibilidad y el establecimiento de límites al accionar de los particulares 
y del Estado.  
 
El titular de los derechos es la persona humana, siendo estos su resguardo en 
actividades particulares como colectivas, y su contenido es la materialización de los 
valores superiores extraídos de la realidad social existente al momento de su 
reconocimiento (sentencia del TC, en expediente 1417-2005-PA/TC, fundamento 21).  
 
Los derechos fundamentales presentan límites en su ejercicio, sin implicar la 
disminución o supresión de su contenido, sino únicamente el establecer las condiciones 
dentro de las cuales deberá de ejercerse (sentencia del TC, expediente 014-2002-
AI/TC). Tales límites pretenden asegurar su ejercicio libre y responsable y en armonía 
con el entorno, sobre la base del principio de legalidad y garantizando el derecho a la 
defensa y un debido proceso (sentencia del TC, expediente 07060-2006-PA/TC).  
 
De lo dicho se colige la especial importancia del derecho de propiedad. 
 
Somos coincidentes con el constitucionalista Avendaño Valdez (2005), quien refiere que 
este es el derecho real más completo y significativo de todos, sin existir otro derecho 
sobre las cosas que otorgue tantas facultades (usar, disponer, disfrutar, reivindicar) a 





absoluto y exclusivo del bien frente a terceros. 
 
Lo señalado por Avendaño se ratifica por el Tribunal Constitucional cuando afirma que 
el derecho de propiedad es un derecho amplio porque le otorga al titular un conjunto 
extenso de facultades que puede ejercer con libertad y autonomía. En la sentencia del 
expediente 5614-2007-PA/TC le reconoce una segunda cualidad, vinculada al 
reconocimiento del propietario como el único acreditado para transmitir sus facultades 
sobre el bien, o extinguir las mismas en el momento que estime adecuado y conforme 
a su voluntad. El ejercicio de ambos atributos le significa al propietario, seguridad 
respecto de la existencia e integridad del bien.  
 
El reconocimiento por el TC de ambas cualidades del derecho de propiedad, son 
acordes a su tratamiento como derecho fundamental y confirman su protección en favor 
del titular del derecho. 
 
Se señaló líneas arriba que los derechos fundamentales presentan límites en su 
ejercicio, sin que ello implique el recorte o disminución de su contenido; significan 
solamente la existencia de condiciones para su ejecución. En este sentido, el TC en el 
fundamento 6 del expediente 3347-2009-AA/TC, en concordancia con el artículo 70 de 
la Constitución reconoce que el ejercicio del derecho de propiedad debe darse en 
concordancia con el bien común y los límites impuestos por la ley. Es decir, que el 
Estado garantiza las amplias facultades de este derecho y a su vez exige que en el 
ejercicio de sus atribuciones el propietario no transgreda los límites de la ley y actúe en 
armonía con el bien común.  
 
Las restricciones al ejercicio del derecho de propiedad están dadas por las causas y 
finalidades señaladas en la Constitución, conforme lo establece la doctrina respecto de 





de legalidad, en este sentido, la sentencia del TC en el expediente 5614-2007-PA/TC, 
fundamento 8 estableció con precisión los lineamientos a seguir para la restricción del 
derecho, reiterando que esta no implica recorte en su contenido. Es oportuno señalar 
que las limitaciones en el ejercicio del indicado derecho atienden a necesidades sociales 
o el bien común, conforme al artículo 70 de la Constitución, sin mención alguna a otra 
causa. 
 
En esta línea de pensamiento, respecto de las facultades expropiatorias del Estado, el 
TC en la sentencia del expediente 0018-2007-AI/TC, fundamento 10, señala que nadie 
puede ser privado de su propiedad de forma arbitraria. Y que es la expropiación el 
mecanismo (principio de legalidad) para limitar las facultades del propietario, empero, 
esta debe darse bajo ciertos requisitos, tales como la necesidad pública, la seguridad 
nacional y el pago en efectivo (justiprecio) al propietario despojado. 
 
Además de las amplias facultades propias del derecho de propiedad y las limitaciones 
en su ejercicio establecidas en la normativa, este derecho trae consigo la exigencia al 
propietario de satisfacer sus intereses particulares en armonía con la búsqueda de los 
intereses colectivos, conforme lo declara el TC en su sentencia 5614-2007-PA/TC, 
fundamento 6. Si bien los derechos fundamentales son especialmente reconocidos en 
la Constitución del país, se solicita del titular que administre sus posesiones con respeto 
de la normativa vigente, los intereses y necesidades del país. 
 
En relación con todo lo dicho, concordamos en que los derechos fundamentales son 
inherentes y esenciales a la persona, definidos como garantías que protegen a la 
persona humana y su dignidad, y reconocidos de esta forma en la Constitución peruana. 
Siendo que el derecho de propiedad integra el catálogo de los derechos fundamentales 
es de aplicación para su ejercicio las atribuciones y limitaciones que les atañe a los 





experimentan los derechos fundamentales y específicamente el derecho de propiedad, 
como bien lo establece el artículo 70 de la Constitución responden a necesidad pública, 
el bien común o la seguridad nacional, aplicando el principio de proporcionalidad y 
asegurando el justiprecio al propietario afectado, siendo tales restricciones ajenas y 
discrepantes con la vulneración o recorte de algún otro derecho.  
 
4.3. Situación actual respecto del alcance del derecho de propiedad en parejas del 
mismo sexo en el Perú.  
 
En cuanto a establecer como las parejas del mismo sexo ejercen su derecho de 
propiedad al momento de la presente investigación, señalamos que hay limitaciones en 
el ejercicio de su derecho que les impide desplegar todas las facultades (uso, disfrute, 
disposición, reivindicación) que este derecho posee, por ausencia de regulación que los 
proteja.  
 
Coincidimos con Avendaño Valdez (2005) quien señala que el derecho a la propiedad 
es uno de especial trascendencia en la vida de los hombres, facilita a quien posee la 
condición de propietario el cuidar y satisfacer las necesidades de su familia y las propias, 
además de acumular bienes como respaldo para la vejez. El ser propietario implica la 
cristalización del esfuerzo desplegado por las personas y materializa una aspiración 
para adquirir bienes que además de atender las necesidades de sus allegados, otorgan 
seguridad y confort. 
 
Para las parejas del mismo sexo, las posibilidades de protegerse y asegurar su 
tranquilidad material, se ve restringida cuando los individuos al vincularse como pareja 
encuentran obstáculos en el entorno para desenvolverse y tomar decisiones en el 






Frente a su decisión de compartir su vida junto a otra persona del mismo sexo, la 
necesidad de compartir un espacio físico no encuentra soporte legal; seguramente 
podrían acudir a la figura de la copropiedad para proteger sus bienes y resguardar su 
derecho, pero esta figura soluciona parcialmente el problema en curso. 
 
En el acercamiento hacia la población LGBTI, se percibe que se trata de una de las 
poblaciones que soportan discriminación en diferentes aspectos de su vida en razón de 
la ausencia de normativa que apremie su cumplimiento en consonancia con los 
derechos humanos (Vílchez Calderón, 2017), son grupos humanos invisibles para el 
entorno, porque el país carece de una política pública que atienda su situación y evite 
que se los exponga a vejámenes y discriminaciones por la presencia de respuesta 
contundente del estado (Defensoría del Pueblo, 2016). 
La Defensoría del Pueblo, a través del Informe No. 175 señala que hay ausencia de 
normativa que salvaguarde los derechos de las parejas del mismo sexo, que luego de 
finalizada la relación de pareja que mantenían, sea por fallecimiento u otro, el (la) 
sobreviviente no podría reclamar por los bienes comunes de la pareja.  
 
Al momento, no se cuenta con información estadística formal respecto de la población 
LGBTI, siendo la encuesta virtual realizada por el INEI el año 2017 la única existente, 
en la que se revela que 12,026 peruanos son parte de esta comunidad, siendo que el 
72 % de los encuestados, es decir que 8 mil 630 personas tiene entre 18 y 29 años, 
dentro de este grupo, el 69,5 % declaró estar trabajando y en consecuencia generando 
ingresos y, 46,8 % de la población declaró tener pareja, siendo que el 22,9 % tenía  
pareja y se encontraba en calidad de convivientes.  
 
Es natural que la convivencia implique la adquisición de bienes por parte de los 
integrantes de la pareja con el fin de tener calidad de vida y confort. También es de 





la relación llegue a su fin y deba distribuirse los bienes adquiridos. Y esta es la situación 
que motivó la investigación y que nos invita a ofrecer una alternativa de solución. 
 
Entendiendo que la Constitución peruana (artículo 2, inciso 2) y la normativa 
internacional (artículo 2, Declaración Universal de Derechos Humanos; artículo 14 de 
Convención Europea de Derechos Humanos; artículo 26, Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, entre otros) protegen a las personas respecto de la 
discriminación bajo cualquier modalidad, encontramos que los integrantes de la pareja 
del mismo sexo están desprotegidos y vulnerables respecto de su derecho a la 
propiedad ante una eventual ruptura de la relación o fallecimiento de uno de los 
integrantes, siendo que el miembro sobreviviente encontraría obstáculos para ejercer 
su derecho de forma plena por ausencia de norma que regule el presente caso.   
 
4.4. Propuesta legislativa del Pacto Civil Solidario de Propiedad para la protección 
de la propiedad en parejas del mismo sexo. Requisitos mínimos. 
 
Hasta el momento hemos expuesto nuestras ideas respecto del mecanismo para 
atender el problema bajo estudio, bajo en nombre de Pacto Civil Solidario, en razón que 
esta figura es fuente de inspiración para nuestra propuesta. 
  
Dado que la estructura y alcance de la indicada figura en el extranjero, si bien idóneos 
para las realidades mexicana y francesa, se aleja del problema peruano que se busca 
atender, por lo que estructuramos una propuesta que responde a la realidad peruana y 
al problema bajo estudio.  
 
En este sentido, para estructurar una propuesta que se adecúe a la problemática que 
enfrentan las parejas peruanas se presenta el Pacto Civil Solidario de Propiedad (en 







Tabla N0 08: Diferencias entre el Pacto Civil Solidario en el Derecho 
Comparado y la Propuesta: Pacto Civil Solidario de Propiedad 
 
CRITERIO PACS PCSP 
Modifica el estado civil SI NO 
Parejas del mismo sexo SI SI 
Parejas heterosexuales SI NO 
Incorpora otros derechos SI NO 
Regula vida familiar SI NO 
Dimensión personal SI NO 
Fuente: Elaboración propia – 2020 
 
La razón de ser del PCSP es proteger el derecho de propiedad de los contratantes que 
lo suscriben, respecto de los bienes que se adquieran durante su vigencia, asegurando 
que ambos integrantes de la pareja resulten protegidos en igualdad de condiciones al 
constituir patrimonio indiviso, sin considerar el monto aportado por cada parte; de esta 
forma se previenen situaciones futuras que podrían vulnerar el derecho y seguridad de 
uno o ambos miembros de la pareja ante la disolución del PCSP.  El reparto de los 
bienes adquiridos deberá darse de modo igualitario ante la disolución del Pacto, sin 
considerar la diferencia de aportes.   
 
Las condiciones a reunir por los interesados en suscribir el PCSP son las siguientes: 
 
- Se tratará de pareja del mismo sexo que realice vida en común, por lapso no 





existencia del vínculo como pareja, la duración y la inexistencia de impedimentos 
para suscribir un PCSP, a través de una Declaración Jurada por escrito, con 
firma legalizada ante Notario.  
 
En dicha Declaración Jurada las partes declararán respecto del tiempo que hacen vida 
en común, el domicilio de residencia de la pareja y la inexistencia de impedimentos que 
impida la suscripción del contrato de PCSP, bajo el amparo del Principio de Veracidad 
y Simplificación Administrativa, según Ley 27444, que se someterán a la normativa 
vigente y las responsabilidades civiles o penales que se pudieran derivar en caso que 
alguno de los datos consignados sean falsos, resultando pasible de posterior 
verificación. 
 
La Declaración Jurada deberá estar acompañada de certificado negativo de 
reconocimiento de unión de hecho y certificado negativo de PCSP.    
 
La exigencia de tales documentos busca evidenciar la buena fe de las partes y evitar, 
en tanto sea posible, el uso indebido del PCSP para sustraerse de obligaciones 
contraídas.  
 
- El PSCP podrán suscribirlo personas con plena capacidad de ejercicio y sin 
impedimento legal conforme a lo establecido en la ley. Requisito necesario por 
tratarse de que la persona asumirá una obligación de no hacer que demanda la 
aceptación expresa y voluntaria de los contratantes en relación con que los 
bienes a adquirirse durante la vigencia del Pacto serán de ambos integrantes de 
la pareja sin prestar atención a los aportes individuales.  
 
El procedimiento para la formalización del PCSP se dará mediante la suscripción de una 





para su elevación a escritura pública por el Notario, adjuntando los documentos 
enumerados líneas arriba y conforme al procedimiento establecido en el punto 11.1. de 
la propuesta de proyecto de ley que va en anexos. 
 
La minuta será elevada a escritura pública y posteriormente registrado el acto en el 
Registro Personal de la Superintendencia de Registros Públicos. Para tal efecto será 
necesaria la creación de un nuevo registro “Registro de Pacto Civil Solidario de 
Propiedad”. 
 
En cuanto a la disolución del PCSP, se han considerado varios supuestos, entre ellos 
tenemos que, se dará por la declaración voluntaria de ambas partes, la muerte de uno 
de los integrantes de la pareja o ausencia y declaración de muerte presunta de alguno 
de los integrantes de la pareja.  
 
En caso de que sea unilateral el interés de disolver el PCSP, este deberá comunicar 
mediante notificación por vía notarial al otro integrante de la relación, alcanzándole para 
los efectos la liquidación de los bienes y una propuesta de distribución de los mismos, 
en caso existieran bienes adquiridos durante la vigencia del PCSP. 
 
Ante el desacuerdo persistente para la distribución de los bienes, las partes podrán 
acudir a los juzgados civiles o la vía del arbitraje.  
 
4.5. Relación protección del derecho de propiedad y la regulación del Pacto Civil 
Solidario de Propiedad 
 
Una de las motivaciones para la realización del presente trabajo de tesis era aportar una 
propuesta que contribuya a proteger el derecho de propiedad de las personas del mismo 





Al ver la situación actual de tales parejas se encontró que carecen de mecanismo legal 
que los proteja. 
 
La figura del PACS de Propiedad llena el vacío legal existente, toma la forma de una 
figura jurídica existente y sólida como es el contrato; se sustenta en principios como la 
libertad de contratación reconocida en la Constitución, articulo 62 y en el Código Civil 
en el artículo 1354, el derecho a la no discriminación, la libertad personal y el libre 
desarrollo. Ofrece un mecanismo sencillo y accesible. 
  
Su suscripción, permite a las partes resguardar su derecho de propiedad respecto de 
los bienes adquiridos durante su vigencia, ya que voluntaria y libremente ambos 
acuerdan que luego de su firma así será. En adelante ambas personas tendrán iguales 
derechos respecto del bien o bienes adquiridos, sus facultades de propietario de usar, 
disfrutar, disponer y reivindicar el bien podrán ser ejercidas al tener respaldo en el 
contrato suscrito, que materializa y protege la decisión inicial de los intervinientes y 
prueba ante terceros el vínculo jurídico existente entre el titular del derecho y el bien en 
cuestión.   
 
Siendo que la finalidad del PCSP es la protección del derecho de propiedad de las partes 
integrantes de la pareja, en relación con los bienes muebles e inmuebles adquiridos a 
título oneroso durante la vigencia del Pacto, se considera pertinente que los siguientes 
indicados estén impedidos de suscribirlo: 
 
a) Siendo que solo podrán suscribir el PSCP personas adultas con capacidad de 
goce y ejercicio, quienes no cubran este requisito estarán impedidos de 
suscribirlo, tal es el caso de los menores de edad, los adultos con el sistema de 






b) Debido a que la protección del derecho de propiedad de los contratantes no 
debería afectar el interés de terceros, estarán también impedidas las personas 
con vínculo matrimonial vigente, quienes sean parte de una unión de hecho 
inscrita y no disuelta o quienes presenten un PCSP vigente.  
 
c) El impedimento se extiende a aquellas personas que están vinculados a la 
administración o cuidado de los bienes de tercero y deseen suscribir el Pacto, 
siendo imprescindible acreditar con documento suficiente (resolución judicial) la 
aprobación de las cuentas tal es el caso de las obligaciones del apoyo en 
relación al incapaz o del padre que administra los bienes de los hijos de los 
cuales tiene la patria potestad. 
 
d) No resulta innecesario reiterar que los casados, los integrantes de unión de 
hecho inscrita y los suscribientes de PCSP vigente están impedidos de suscribir 
el PCSP, en tanto los vínculos indicados estén vigentes.  
 
En cuanto a los efectos esperados por la suscripción del PCSP, son los que se indican 
a continuación, estando todos vinculados al aseguramiento del ejercicio pleno del 
derecho de propiedad de los suscribientes.  
 
a) Ambos integrantes de la pareja serán los titulares en partes iguales sobre los 
bienes muebles e inmuebles adquiridos a título oneroso durante la vigencia del 
PCSP, con indiferencia del monto aportado por cada uno. Ante la duda respecto 
de la titularidad del bien, se beneficiará a las partes considerando que este es 
de ambos. Es este el principal efecto.  
 
Para todos los actos de adquisición, administración o disposición de los bienes, 





intereses; en caso de existir impedimento (viaje, salud, trabajo, etc.) podrá acudir 
a través de un tercero facultado aplicando la figura de la representación 
conforme lo establece la normativa civil. 
 
b) Se considera que el integrante sobreviviente pueda ejercer el derecho de retracto 
del bien mueble o inmueble sobre el cual tuvo participación durante la vigencia 
del PCSP, conforme al artículo 1592 del Código Civil. 
 
En cuanto a las limitaciones del PCSP, los efectos siguientes no están contenidos dentro 
de los alcances de dicho documento, puesto que este pretende regular única y 
exclusivamente las facultades de propietario de los integrantes de la pareja respecto de 
los bienes adquiridos desde la suscripción del Pacto. Al tratarse de un contrato que 
protege el derecho de propiedad, no puede ser conceptualizado como un tipo de familia 
o una vía para constituir una; en consecuencia, no debe esperarse efectos adicionales 
a los vinculados al derecho de propiedad de los bienes adquiridos durante la vigencia 
del contrato.  
 
En razón de lo dicho, no es de esperar que sean parte del PCSP los bienes de carácter 




En las líneas siguientes, contrastaremos los resultados de la investigación con las 
posturas en contra respecto de la regulación del derecho de propiedad en las parejas 







1. El PACS vulnera el derecho a la intimidad personal 
Ginisty (2006), colige que el PACS en Francia, vulnera el derecho a la intimidad, 
dado que, al suscribir este contrato, los suscribientes tendrían que asumir 
públicamente su orientación sexual.  Esta circunstancia se ve reflejada en la 
propuesta, cuando se suscribe el contrato y este debe ser inscrito en el Registro 
Personal en la Superintendencia Nacional de Registros Públicos (SUNARP), debido 
a que al ser de público acceso, también resultaría en una forma de atentar al derecho 
a la intimidad de los contratantes. 
 
  Respuesta. El PACS no vulnera el derecho de intimidad, busca brindar 
mayores mecanismos de seguridad al derecho de propiedad. 
 
A diferencia de los Pactos de Francia como el de Coahuila (México), la propuesta 
de implementar este PACS en nuestro país, como parte del procedimiento de 
formalización, implica que el contrato suscrito deberá ser registrado en el Registro 
Personal de la Superintendencia Nacional de Registros Públicos, con la única 
finalidad proteger los derechos de propiedad de los integrantes del Pacto, puesto 
que este sería un mecanismo de seguridad con el cual se protegería los bienes 
adquiridos. 
 
Corresponde indicar que la suscripción del PACS no tiene como prerrequisito el 
declarar la orientación sexual de los suscribientes, entendiendo que este Pacto tiene 
como finalidad primigenia proteger los bienes adquiridos por la pareja durante la 
vigencia del mismo a través de la publicación en este órgano del Estado, que vela 
por la protección de los bienes y del propietario.  
El suscribir el PACS, bajo ningún criterio es coercitivo, pero al adherirse a este 






2. El problema de la propiedad en las parejas del mismo sexo se puede resolver 
con la Copropiedad 
 
Sandoval (2016), indica que la implementación del PACS, es innecesario ya que, 
con otra figura legal como la Copropiedad, se daría solución al problema de la 
protección de los derechos de propiedad para las parejas del mismo sexo, partiendo 
del contenido del artículo 969 del Código Civil que no hace alusión al sexo de los 
copropietarios, al decir que se trata de “dos o más personas”. 
 
Respuesta. La Copropiedad no es la solución idónea. 
 
Conforme se hubo dicho, la figura de la copropiedad dista de la figura propuesta del 
Pacto Civil Solidario.  
 
En esencia, la figura del PACS responde a una necesidad desatendida en este 
segmento de la población, en tanto que la aplicación de la copropiedad implica para 
las parejas del mismo sexo adaptarse a esta, en tanto sea posible.  
 
La naturaleza y origen del Pacto Civil Solidario es la de ser un contrato que surge 
del ejercicio de la libertad de contratación como derecho fundamental y la 
autodeterminación de las personas en el marco del derecho al libre desarrollo de la 
personalidad de los integrantes, con respeto a su individualidad y su dignidad.      
 
En la copropiedad, los copartícipes tienen una cuota ideal en relación al aporte 
económico dado por cada quien para la adquisición del bien, mientras que, en el 
PACS los integrantes de la pareja del mismo sexo, con independencia del porcentaje 





mismo considerándolo como bien indiviso en tanto el pacto este vigente.   
 
En la copropiedad la administración del bien se dará de diferentes maneras a razón 
de que las facultades para decidir estarán en directa relación a las alícuotas que 
posee cada copropietario, importando también para determinar sus obligaciones y 
beneficios, además de la partición del bien en la extensión de la copropiedad, en 
tanto que en el PACS la única forma de administración involucraría necesariamente 
la presencia de ambos suscribientes. Todas las tareas, tanto de disposición y 
administración de los bienes, implica la participación de ambos integrantes, siendo 
insustancial el aporte dado por cada persona.   
 
Asimismo, al existir controversia entre los copropietarios, esta se resolverá bajo las 
reglas establecidas para dicha figura, a diferencia del PACS que si existieran 
controversias se resolverán según lo regulado para esta figura.   
 
3. Para proteger los bienes podrían recurrir a la acción de enriquecimiento sin 
causa 
 
La figura del enriquecimiento sin causa es la vía idónea para proteger los bienes 
adquiridos durante una convivencia de hecho. Para el caso en concreto de las 
parejas del mismo sexo, la parte que se sienta agraviada con el desmedro en su 
patrimonio, la aplicación de esta figura le permitiría salvaguardar sus bienes y 
requerir que se le restituya lo perdido, consiguiendo así el rembolso de lo perdido. 
 
Respuesta. El PACS es una figura que permite proteger bienes adquiridos 






A diferencia del enriquecimiento indebido que opera luego de producirse el 
desmedro del patrimonio de quien se siente afectado por su disminución, el PACS 
sería la figura jurídica que ampara los bienes adquiridos durante la vigencia del 
mismo, desde su suscripción (momento que resultaría previo a la adquisición del 
objeto) hasta su disolución.  
 
El PACS toma forma a través de un contrato, y por tratarse de un acto jurídico que 
realizan los suscribientes, debe cumplir los requisitos establecidos en la ley para 
dicho acto y para sancionar sus defectos. Ante la disolución del PACS, quien se 
sienta afectado con relación a los bienes adquiridos puede acudir a la vía judicial 
para resolver la discrepancia. 
 
Para aquellas parejas que se mantengan al margen y no suscriban el PACS, la figura 
del enriquecimiento sin causa se corresponde con la vía aplicable a fin de que se 
restituya al afectado lo que considera haber perdido injustificadamente.   
 
4. La regulación del PACS sería una norma dirigida a “un público objetivo” y no 
generalizable para todas las personas. 
 
El PACS es una norma dirigida a personas de un grupo humano específico, y estaría 
al margen de lo establecido en la Constitución Política del Estado que prohíbe las 
leyes con nombre propio.  
En este sentido, en el caso materia de la presente tesis, la propuesta de implementar 
el PACS resultaría beneficioso solo para un grupo humano determinado, como 
resultado dicha iniciativa seria la declaración de inconstitucionalidad, por estar en 
contraposición al ordenamiento constitucional.   
 





es el derecho de propiedad  
 
Chanamé Orbe (2015) refiere que, si es posible la expedición de leyes especiales 
con destinarios determinados, cuando exista necesidad de dictar normas 
adicionales a las ya existentes, siempre que no se use esta vía para hacer 
diferenciación entre las personas, conforme a lo determinado en el artículo 103 de 
la Constitución peruana. 
 
La población de parejas del mismo sexo al ser un grupo minoritario que se 
encuentra al margen de la norma en temas relacionados a la propiedad en cuando 
se trata de adquisición de bienes como pareja, el artículo 103 de la Carta Magna, 
faculta la creación de normas especiales, siempre que no sea la vía para hacer 
diferenciación entre personas, sino, la respuesta a la necesidad de un grupo 
humano que encuentra conculcado uno de sus derechos fundamentales.  
 
El TC en el expediente No.0031-2004-AI/TC, en sus fundamentos 11 y 12, refiere 
que es posible emitir normativa especial siempre que esta no haya sido elaborada 
con contenido discriminatorio, sino porque busca regular una situación específica. 
En este sentido, excepcionalmente se acepta la emisión de normativa especial en 
tanto esta no sea el resultado del ejercicio de poder por parte de los beneficiados, 
sino producto de la necesidad de contar con una regulación especial, de acuerdo 
con lo declarado por el TC en el expediente No. 0018-2003-AI/TC.  
 
La emisión de normativa específica requiere la razonabilidad de esta y criterios 
objetivos que justifiquen su existencia (expediente No. 0021-2011-PI-TC). 
 
La regulación del PACS, no vulnera otros derechos análogos al mismo, ya que, al 





adquiridos desde la suscripción del PACS, entendiendo que todo ello será de 
propiedad de los suscribientes de forma igualitaria, en el ejercicio de 
autodeterminación personal.   
 
5. El PACS atenta contra las buenas costumbres, por lo que su promulgación 
tendría inmersa una causal de nulidad 
 
Dado que, la costumbre está dada por el comportamiento habitual de la sociedad en 
la que el ser humano se desarrolla, el reconocer que las parejas del mismo sexo 
forman parte de esta misma sociedad, que se maneja bajo hábitos o tendencias 
diferentes a las de las parejas no heterosexuales, configuraría un atentado a la moral 
y buenas costumbres el promulgar la iniciativa propuesta, conforme a lo precisado  
en el artículo V del Título Preliminar del Código Civil, en el cual indica que, todo acto 
jurídico será nulo si este se contrapone a las buenas costumbres y al orden público.  
 
Respuesta. El PACS no atenta contra las buenas costumbres. 
 
Para Zavaleta (2003) la costumbre es la forma de comportarse de las personas en 
los distintos escenarios de su vida en sociedad, son una serie de hábitos que 
presentan aceptación por el entorno social, que puede ser valorado como bueno por 
estar adecuado a las reglas de la sociedad. Se entiende que las costumbres están 
dadas por la idiosincrasia de la sociedad donde el hombre se desarrolla, es 
importante precisar que las sociedades van evolucionando en el tiempo y ante 
realidades diversas el ser humano debe afrontar nuevas formas de sociedad 
cambiante.  
  
El Estado busca garantizar el bien común y ello incluye a las parejas del mismo sexo 





sentencia del Tribunal Constitucional 01182-2005-PA/TC, se desprende que para 
entender las buenas costumbres al ser un criterio amplio se debe usar la 
razonabilidad y el criterio, entendiendo que no se puede conculcar derechos 
constitucionales a ninguna persona por su orientación sexual. 
 
6. El PACS es un medio para que las personas simulen situaciones a efectos de 
perjudicar a terceros 
 
El PACS si es incorporado al cuerpo jurídico peruano, sería un instrumento pasible 
de ser usado para evadir obligaciones frente a terceros, ya que, al estar destinado 
para salvaguardar bienes muebles e inmuebles adquiridos durante su vigencia, 
estos no podrían ser pasibles de medida cautelar o alguna otra acción, dándose la 
posibilidad de evadir responsabilidades patrimoniales resultado de la mala fe 
afectando a terceros. 
 
Respuesta. El PACS como acto jurídico es pasible de ser nulo o anulable 
 
El PACS como todo acto jurídico está sujeto a las causales de nulidad y anulabilidad 
de dicha figura reguladas en el artículo 219 y siguientes del Código Civil cuando no 
cumple con los requisitos establecidos por ley.  
 
Las causales de nulidad y anulabilidad son los medios idóneos para evitar la 
posibilidad de que se vean perjudicados terceros con la suscripción del PACS, que 
tuvieran responsabilidades de índole patrimonial pendientes. 
 
7. El Pacto Civil Solidario de Propiedad busca que se reconozca derechos 





Autores como Rodríguez (2007), propone que los derechos que les asisten a las 
parejas heterosexuales, deben ser iguales a las parejas del mismo sexo, como por 
ejemplo los temas previsionales, decisiones médicas, visitas conyugales 
(acreditando dicha convivencia), etc.; asimismo, que sean reconocidos como familia. 
Se colige de lo expresado que el Pacto Civil Solidario sería la base para que se exija 
más derechos, bajo la premisa que las parejas homosexuales tiene los mismos 
derechos. 
 
El Pacto Civil Solidario de Propiedad busca proteger únicamente derechos de 
propiedad de los integrantes 
 
El Pacto Civil Solidario propuesto es una figura que única y exclusivamente busca 
regular y proteger a las parejas del mismo sexo en relación con el derecho de 
propiedad de los bienes adquiridos durante la vigencia de este acuerdo entre los 
integrantes del mismo, con el fin que este derecho sea aprovechado en su plenitud. 
La Constitución expresa en el artículo 70, que ninguna persona puede ser 
desposeída de su derecho de propiedad, estableciendo únicamente dos excepciones 
tales como la seguridad nacional y la necesidad pública.  
 
De esta forma absolvemos las observaciones al PACS, dejando demostrado que es 
la figura idónea para resguardar el derecho de propiedad de las parejas del mismo 
sexo. 
 










PRIMERA: Se precisó que la naturaleza jurídica del Pacto Civil Solidario (según nuestra 
propuesta Pacto Civil Solidario de Propiedad-PCSP) es la de ser un contrato, 
resultado de la libertad para contratar y la obligatoriedad para las partes de 
cumplir lo pactado; su presencia no vulnera el orden social y armoniza con la 
convivencia pacífica de las personas.  
SEGUNDA: Se determinó que la naturaleza jurídica del derecho de propiedad es la de 
ser un derecho fundamental, por ser inherente y esencial a la persona humana 
y su dignidad; los límites para su ejercicio no significan el recorte o 
disminución de su contenido, pues responden al bien común, la seguridad 
nacional y el principio de legalidad, siendo discrepante con actos de 
discriminación. 
TERCERA: Se estableció que el alcance del derecho de propiedad en las parejas del 
mismo sexo es restringido; durante la vida en común y frente a la disolución 
de la pareja, los bienes adquiridos no podrían ser reclamados por existir 





CUARTA: Se estableció los requisitos mínimos para la regulación del Pacto Civil 
Solidario (según nuestra propuesta Pacto Civil Solidario de Propiedad-PCSP); 
determinándose cuales serían los bienes afectados, su alcance y limitaciones; 
se definió el procedimiento para su formalización y la forma de disolución. 
QUINTA: Se analizó la regulación del PCSP; es una figura inclusiva, viable, cubre un 
vacío legislativo, se sustenta en principios como la no discriminación, libertad 
contractual, libertad personal y libre desarrollo de la personalidad; la pareja 
del mismo sexo que constituya el PCSP obtendría protección para el ejercicio 














1. Se recomienda consultar con instituciones representativas tales como Corte 
Suprema, Ministerio Público, Colegio de Abogados, Universidades Públicas y 
Privadas, Ministerio de Justicia, instituciones privadas y aquellas vinculadas a la 
población objetivo, entre otras para recoger su análisis de la figura del PCSP y su 
viabilidad.   
 
2. Se recomienda realizar la consulta a la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
para la emisión de una opinión consultiva y se pronuncie respecto del derecho de 
propiedad en las parejas del mismo sexo e impulse al Estado peruano al 
establecimiento de mecanismos que resguarde este derecho en las parejas del 
mismo sexo. 
 
3. Se recomienda promover la realización de un censo de la población LGTBI a efectos 
de que el Estado peruano disponga de cifras oficiales que permitan conocer la 
verdadera situación de este grupo humano y determinar las características de su 
situación actual, especialmente de su situación como propietarios. 
 
4. Se recomienda la implementación del proyecto legislativo anexo al presente para 
evaluar su viabilidad como mecanismo de protección de los derechos de propiedad 
en las parejas del mismo sexo y subsanar los vacíos que surjan a fin de alcanzar la 
finalidad para la cual fue creado. 
 
5. Se recomienda la evaluación de la implementación del proyecto legislativo 
presentado, llevada a cabo por instituciones vinculadas y expertas (Ministerio 











































 ANEXO 01: 
FICHA DE OBSERVACIÓN DOCUMENTAL: NATURALEZA JURÍDICA 



















FECHA Y HORA DE RECOPILACIÓN
CONTENIDO
PARTES: 
































FICHA DE OBSERVACIÓN DOCUMENTAL: DERECHOS INVOLUCRADOS 































































ANEXO 03  
FICHA DE OBSERVACIÓN DOCUMENTAL: REGULACIÓN INTERNA 























FICHA DE OBSERVACIÓN DOCUMENTAL: PACTO CIVIL SOLIDARIO
DOCUMENTO




























FICHA DE OBSERVACIÓN DOCUMENTAL: REGULACIÓN EXTERNA 





















FICHA DE OBSERVACIÓN DOCUMENTAL: PACTO CIVIL SOLIDARIO
DOCUMENTO




























FICHA DE OBSERVACIÓN DOCUMENTAL: NATURALEZA JURÍDICA 







































































FICHA DE OBSERVACIÓN DOCUMENTAL: DIMENSIONES DEL 

















































FICHA DE OBSERVACIÓN DOCUMENTAL: REGULACIÓN INTERNA 


























































 ANEXO 08 
FICHA DE OBSERVACIÓN DOCUMENTAL: REGULACIÓN EXTERNA 




































REGULACIÓN JURÍDICA DEL DERECHO A LA PROPIEDAD

















1. ¿Cómo describiría la situación actual de las parejas del mismo sexo, en 
relación con el derecho de propiedad? 
2. ¿Es necesario regular la protección del derecho de propiedad de las parejas 
del mismo sexo?   
2.a. Si el entrevistado responde afirmativamente, preguntar las razones (o 
porqué) 
3. La regulación para proteger el derecho de propiedad de las parejas del 
mismo sexo, ¿implicaría el reconocimiento de un derecho adicional a los ya 
reconocidos en los derechos fundamentales? 
4. La regulación para proteger el derecho de propiedad de las parejas del 
mismo sexo, ¿implica la afectación del derecho de terceros? 
5. ¿Qué características debería tener la propuesta de regulación del derecho 









                                                           ANEXO 10                                                                                         
 
PROYECTO DE LEY QUE PROPONE LA INCORPORACIÓN DE LA FIGURA 
DEL PACTO CIVIL SOLIDARIO DE PROPIEDAD-PCSP EN EL CÓDIGO CIVIL 
PERUANO PARA PROTEGER EL DERECHO DE PROPIEDAD EN LAS 
PAREJAS DEL MISMO SEXO 
 
I. EXPOSICIÓN DE MOTIVOS  
 
La presente iniciativa legislativa se sustenta en los siguientes fundamentos 
jurídicos: 
 
1.  No discriminación y tolerancia. Conforme al artículo 2, inciso 2 de la 
Constitución Política del Perú, se garantiza a los ciudadanos peruanos el respeto 
de su dignidad y sin discriminación de ninguna clase. Resulta inaceptable toda 
forma de discriminación y la actitud de rechazo o reproche hacia las personas 
cuya orientación sexual sea diferente a la heterosexual, debiendo primar en las 
relaciones humanas el respeto mutuo, el reconocimiento de las cualidades y 
atributos de las personas y, el respeto de la libertad del individuo para tomar sus 
decisiones. 
Siendo que las personas tienen una identidad esencial y particular, deben 
disfrutar la oportunidad de desenvolverse sin presencia de limitaciones o 
privilegios como integrantes de una sociedad respetuosa y justa.  
 





reales, el derecho de propiedad es el que mayores facultades otorga al titular de 
este. Se trata de un derecho inviolable, en consecuencia, no puede ser 
restringido, disminuido o resquebrajado. Para el caso de las parejas integradas 
por personas del mismo sexo que hacen vida en común, ven su derecho 
restringido como individuo al no poder desplegar sus facultades de propietario a 
plenitud, respecto de los bienes que adquieren durante la convivencia, limitando 
sus posibilidades de compartir, administrar y controlar adecuadamente sus 
bienes. Una situación injusta y recurrente en este tipo de parejas cuando la 
relación se disuelve, entonces, el integrante sobreviviente vería limitado su 
derecho de propietario al no puede acceder a los bienes generados durante la 
vida en común.  
 
3.  Libertad contractual. Facultad reconocida en la Constitución en el artículo 
2, inciso 14 que protege en las personas la autodeterminación para decidir la 
celebración de un contrato y el contenido de este.  
Siendo que se trata de un contrato, las parejas podrían decidir la conveniencia 
de suscribir el PCSP, para proteger su derecho a la propiedad, teniendo 
facultades igualitarias sobre los bienes adquiridos durante el periodo de vida en 
común con indiferencia del aporte dado por cada persona.  
 
II. EFECTOS DE LA VIGENCIA DE LA NORMA EN NUESTRA 
LEGISLACIÓN  
 
El presente proyecto de ley no vulnera y no contraviene ningún artículo de la 





establecida. Por el contrario, se trata de una figura jurídica que ofrece protección 
del derecho de propiedad a un segmento de la población que es vulnerable y 
escasamente atendido por el Estado Peruano. 
 
III.  ANÁLISIS COSTO – BENEFICIO 
 
El proyecto lejos de generar algún costo al tesoro nacional trascenderá de 
manera favorable y en beneficio del Estado, al proteger a un segmento de la 
población que es vulnerable y ve su derecho afectado, siendo que podría 
alcanzar seguridad jurídica respecto de los bienes que se generarían al 
conformar una pareja del mismo sexo a través de la suscripción del Pacto Civil 
Solidario de Propiedad-PCSP. 
 
IV. FÓRMULA LEGAL: 
CAPÍTULO I 
TÍTULO PRELIMINAR 
Artículo 1. Título 
Esta ley especial se conocerá como “Ley que regula el Pacto Civil Solidario de 
Propiedad para las parejas del mismo sexo”. 
 
Artículo 2. Objeto de la ley 
Tiene por objeto la regulación de la figura del PCSP a partir de su incorporación 
en el Código Civil vigente, en el Libro VII Fuente de las Obligaciones, desde la 
suscripción del Pacto por las partes hasta su disolución para resguardar el 





de los bienes que se generen durante su vigencia.  
   
Artículo 3.  Ámbito de aplicación   
El Pacto está dirigido a las parejas integradas por personas del mismo sexo, que 
carecen de impedimento conforme al artículo 6 de impedimentos de la presente 
ley para suscribir el PCSP.  
 
Artículo 4. Fines  
El PCSP pretende alcanzar los siguientes fines:  
 
1. Poner al alcance de los miembros de la pareja una figura que les permita 
proteger los bienes adquiridos durante el periodo de vigencia.   
2. Vincular a los integrantes de la pareja como propietarios de manera 
conjunta e igualitaria de los bienes que hayan sido adquiridos durante su 
vigencia, sin considerar la diferencia de aportes, 
3. Realizar el reparto de los bienes, de modo igualitario ante la disolución del 
Pacto.    
 
CAPÍTULO II 
 EL PACTO CIVIL SOLIDARIO DE PROPIEDAD 
 
Artículo 5. Definición de Pacto Civil Solidario de Propiedad (PCSP) 
 
La figura del PCSP es un contrato suscrito por los integrantes de la pareja del 





de propiedad, respecto de los bienes adquiridos a título oneroso durante su 
vigencia, sin distinción del aporte de cada uno para su adquisición, generando 
en ambas personas igual derecho sobre los bienes. 
  
La suscripción del PCSP no modifica el estado civil ni el parentesco de los 
integrantes. 
 
Los suscribientes del contrato en adelante se denominarán “integrantes”. 
 
Artículo 6. Requisitos 
Las condiciones personales necesarias de exhibir por los interesados en 
suscribir el Pacto Civil Solidario son las siguientes: 
 
1. Dos personas del mismo sexo que realicen vida en común por periodo 
mínimo de dos años de manera continua.   
3. Acreditar la existencia de vinculo de pareja a través de la presentación de 
una declaración jurada por escrito, con firma legalizada ante Notario. 
4. Tener mayoría de edad.  
5. Declarar la residencia común de la pareja.  
6. No estar inmerso en algunas de las causales enumeradas en el artículo 
7. Impedimentos. 
7. Adjuntar certificado negativo de reconocimiento de unión de hecho y 
certificado negativo de PCSP. 
 





La presencia de uno o varios de los siguientes obstruye la suscripción del PCSP. 
 
1.   Ser menor de edad. 
2.   Las personas con vínculo matrimonial.  
3.   La personas que tengan unión de hecho registrada y no disuelta. 
4.   Las personas con Pacto Civil Solidario vigente. 
5.  Los consanguíneos en línea recta, los consanguíneos en línea colateral 
hasta en tercer grado.  
6.   Los afines en línea recta, los afines en segundo grado en línea colateral. 
7. Del apoyo con el incapaz en tanto no tenga aprobados judicialmente los 
resultados de administración. 
8.   El padre que administre los bienes de su hijo que no cuente con 
aprobación judicial de las cuentas. 
 
Artículo 8. Límites  
Lo mencionado a continuación no corresponde a los efectos esperados.   
   
1. Modificación de la filiación o surgimiento de vínculo de filiación con el otro 
integrante de la relación, en caso de que uno de ellos tenga hijos.  
2. Modificación del estado civil de ambos integrantes de la relación. 
3. No crea vínculos familiares con los miembros de la familia del otro 
integrante de la relación.  
4. No genera derechos sucesorios en favor del otro miembro de la pareja, 
sin perjudicar las disposiciones conforme a ley que realice el titular del bien 





5. No genera derecho a recibir algún tipo de pensión: de viudez, alimentos u 
otros para el integrante sobreviviente. 
6. No es aplicable a los bienes (de ningún tipo) adquiridos por ambos de 
forma previa o posterior a la vigencia del contrato PCSP.  
7. Los bienes adquiridos con dinero proveniente de: donación, sucesión, los 
creados o elaborados y sus accesorios, los dineros percibidos a cualquier 
título y no empleados para la adquisición de un bien. 
8. Cada integrante de la pareja asumirá de manera personal las deudas 
contraídas antes del Pacto.    
   
Artículo 9. Bienes afectados 
Los bienes muebles e inmuebles que se adquieran a título oneroso, durante la 
vigencia del PCSP. 
 
Artículo 10. Alcances 
Los efectos que a continuación se detallan, son los establecidos de alcanzar para 
los suscribientes del Pacto: 
 
1. Ambos integrantes del Pacto serán los titulares del derecho, de manera 
absoluta e igualitaria, sin establecer distinción alguna respecto de los 
aportes de cada uno para su adquisición.  
2. Para los actos de adquisición (adquirir o formalizar el dominio), de 
administración (uso o aprovechamiento sin disposición del dominio) y de 
disposición (disposición del dominio: ventas u otros) de los bienes 





3. Sobre los bienes de los que no se pueda determinar la titularidad exclusiva 
por parte de alguno de los integrantes del PCSP se presumirá común a 
ambos integrantes. 
4. Facultad de ejercer el derecho de retracto por el integrante sobreviviente 
respecto del bien mueble o inmueble en el cual tuvo participación durante 
la vigencia del PCSP, conforme al Código Civil vigente, artículo 1592 y 
siguientes. 
 
Artículo 11. Procedimiento 
 
1. El contrato deberá ser realizado a través de una minuta a la cual se 
acompañará los siguientes requisitos:  
a. Declaración jurada según artículo 5 del presente.  
b. Certificado negativo de reconocimiento de unión de hecho. 
c. Certificado negativo de PCSP. 
2. La minuta será elevada a Escritura Pública, donde el notario 
adicionalmente a los documentos alcanzados verificará la identidad de las 
partes y la veracidad de los documentos presentados.  
3. La Escritura pública será inscrita en el Registro de PCSP, correspondiente 
al Registro de Personas de la Superintendencia de Registros Públicos.  
 
Artículo 12. Disolución 
El PCSP se disuelve por las siguientes causales: 
 





los integrantes, por la muerte de uno de los integrantes, la ausencia y 
declaración de muerte presunta del integrante desaparecido.  
2. Por el matrimonio de uno de los integrantes.  
3. La comunicación de disolución deberá darse mediante aviso indubitable, 
dado por vía notarial cursada al último domicilio común. 
4. A la comunicación deberá adjuntar la propuesta de liquidación y 
distribución de los bienes del Pacto.    
5. Tramitada la disolución ante el Notario se inscribirá la disolución en el 
Registro Personal.    
6. En caso de desacuerdo, para resolver los conflictos patrimoniales o 
incertidumbre jurídica se acudirá a los juzgados civiles o proceso arbitral.  
 
DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA FINAL TRANSITORIA  
 
ÚNICA. Modificación del Código Civil 
 
Modifíquese el Código Civil, en el Libro VII, correspondiente a Fuente de las 
Obligaciones para incorporar el artículo correspondiente que permita la 
implementación y operatividad del Pacto Civil Solidario de Propiedad-PCSP, 
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